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HONORABLE CAMARA:



	Vuestra Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social pasa a informaros el proyecto de ley, de origen en una Mensaje y con trámite de urgencia calificada de "simple", que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.



	Durante el estudio de esta iniciativa, la Comisión contó con la asistencia y colaboración de los señores Enrique Krauss, Ministro del Interior; Gonzalo Martner, Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo; Francisco Fernández y Eduardo Pérez, asesores de dicha Cartera.



	Asimismo, se contó con la presencia de los señores José María Saavedra y Antonio Sancho, representantes del Instituto Libertad y Desarrollo; Tomás Duval, del Instituto Libertad; y, finalmente, Jorge Vergara, asesor jurídico de la I. Municipalidad de Las Condes.
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I.� ANTECEDENTES GENERALES:





	Se ha estimado pertinente señalar que la normativa aplicable a las municipalidades está conformada por la Constitución Política de la República; los Títulos I y, Final de la ley N°18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. Sin perjuicio de los anteriores cuerpos legales, les resultan aplicables leyes comunes pertinentes y los decretos y reglamentos dictados para la ejecución de éstas, en la medida que no se contrapongan con la normativa Orgánica Constitucional.



	1.� Constitución Política.� De conformidad con lo preceptuado en el artículo 99 de ésta, para el gobierno y la administración interior del Estado el territorio de la República se divide en regiones y éstas en provincias, así como para los efectos de la administración local estas últimas se han dividido en comunas.



	Atendida la incidencia que, para los efectos de esta ley en proyecto, posee la reciente modificación al texto constitucional, se ha creído del caso consignar, a continuación, los artículos 107 y siguientes permanentes de la Carta Fundamental, que tratan de los gobiernos locales, en su nueva expresión:



	"Artículo 107.� La Adminis�tración local de cada comuna o agrupación de comunas que determine la ley reside en una municipalidad, la que estará constituida por el alcalde, que es su máxima autoridad y por el concejo. La ley orgánica establecerá un concejo económico y social comunal de carácter consultivo.
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	Las municipalidades son corporaciones autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad es satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegura su participación en el progreso económico, social y cultural de la comuna.



	Una ley orgánica consti�tucional determinará las funciones y atribuciones de las municipalidades. Dicha ley señalará, además, las materias de administración municipal que el alcalde, con acuerdo del concejo o a requerimiento de la proporción de ciudadanos que establezca la ley, someterá a plebiscito, así como las oportunidades, forma de la convocatoria y efectos.



	Las municipalidades podrán asociarse entre ellas para el cumplimiento de sus fines propios. Asimismo, podrán constituir corporaciones o fundaciones de derecho privado sin fines de lucro destinadas a la promoción y difusión del arte y la cultura. La participación municipal en ellas se regirá por la ley orgánica constitucional respectiva.



	Las municipalidades podrán establecer en el ámbito de las comunas o agrupación de comunas, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva, territorios denominados unidades vecinales, con el objeto de propender a un desarrollo equilibrado y a una adecuada canalización de la participación ciudadana.



	Los municipios y los demás servicios públicos existentes en la respectiva comuna deberán coordinar su acción en conformidad a la ley.



	Artículo	108.- En cada municipalidad habrá un concejo integrado por concejales elegidos por sufragio universal en



�conformidad a la ley orgánica constitucional de municipalidades. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley determinará el número de concejales y la forma de elegir al alcalde.



	El concejo será un órgano encargado de hacer efectiva la participación de la comunidad local, ejercerá funciones normativas, resolutivas y fiscalizadoras y, otras atribuciones que se le encomienden, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva.



	La ley orgánica de municipalidades determinará las normas sobre organización y, funcionamiento del concejo y las materias en que la consulta del alcalde al concejo será obligatoria y aquellas en que necesariamente se requerirá el acuerdo de éste. En todo caso, será necesario dicho acuerdo para la aprobación del plan comunal de desarrollo, del presupuesto municipal y de los proyectos de inversión respectivos.



	Artículo 109.� Los alcaldes, en los casos y formas que determine la ley orgánica constitucional respectiva, podrán designar delegados para el ejercicio de sus facultades en una o más localidades.



	Artículo 110.� Derogado.



	Artículo 111.� Las municipa�lidades gozarán de autonomía para la administración de sus finanzas. La Ley, de Presupuestos de la Nación podrá asignarles recursos para atender sus gastos, sin perjuicio de los ingresos que directamente se les confieran por la ley o se les otorguen por los gobiernos regionales respectivos. Una ley orgánica constitucional contemplará un mecanismo de redistribución solidaria de los ingresos propios entre las municipalidades del país con la denominación de
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fondo común municipal. Las normas de distribución de este fondo serán materia de ley.''



	Artículo 112.� La ley establecerá fórmulas de coordinación para la administración de todos o algunos de los municipios, con respecto a los problemas que les sean comunes, así como entre los municipios y los demás servicios públicos.



	Artículo 113.� Para ser designado intendente o gobernador y para ser elegido miembro del consejo regional o concejal, se requerirá ser ciudadano con derecho a sufragio, tener los demás requisitos de idoneidad que la ley señale y residir en la región a lo menos en los últimos dos años anteriores a su designación o elección.



	Los cargos de intendente, gobernador, miembro del consejo regional y concejal serán incompatibles entre sí.



	Ningún tribunal procederá criminalmente contra un intendente o gobernador sin que la Corte de Apelaciones respectiva haya declarado que ha lugar la formación de causa.



	Artículo 114.� Las leyes orgánicas constitucionales respectivas establecerán las causales de cesación en los cargos de alcaldes, de miembro del consejo regional y de concejal.



	Artículo 115.� La ley deter�minará la forma de resolver las cuestiones de competencia que pudieren suscitarse entre las autoridades nacionales, regionales, provinciales y comunales.
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	Asimismo, establecerá el modo de dirimir las discrepancias que se produzcan entre el intendente y el consejo regional, así como entre el alcalde y el concejo.”.



2.-	Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



	De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 1°, inciso segundo de esta ley, las municipalidades integran la Administración del Estado y les resultan aplicables, como ya se señalara, los Títulos I y Final del texto legal en referencia.



3.- Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.



	Esta ley Orgánica Constitucional, publicada el 31 de marzo de 1988, fue dictada fundamentalmente en virtud de lo dispuesto por los artículos 107, inciso tercero, y 109, inciso segundo, del texto de la Constitución Política de 1980, vigente a la sazón.



	Se cree necesario precisar que este cuerpo legal contiene disposiciones propias de ley Orgánica Constitucional y, además, normas que versan sobre materias de ley ordinaria o común, lo que el otorga un carácter mixto.  Ello, de conformidad con lo resuelto por el Excmo. Tribunal Constitucional, en su sentencia de 29 de febrero de 1988, en la cual precisó, cuáles tenían este último rango.
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4.� Leves comunes y disposiciones reglamentarias.�.



A este respecto, pertinente resulta hacer mención de lo resuelto por el Excmo. Tribunal Constitucional en sentencia de 19 de abril de 1988, en orden a que todas aquellas normas que hayan otorgado u otorguen a las municipalidades atribuciones que no revistan el carácter de esenciales, quedan entregadas a la ley común. Esto debe entenderse con la limitante de que no menoscabe, entrabe o imposibilite el cumplimiento de una función o el ejercicio de una atribución esencial que haya sido entregada por la ley Orgánica Constitucional sobre Municipalidades.



	De igual modo, debe entenderse en vigor aquella normativa atingente a la gestión municipal, en los mismos términos precisados anteriormente.





**********





	Conocido el marco legal aplicable a la estructura municipal existente en nuestro país, cabe ahora ocuparnos del análisis de la normativa fundamental de la ley N° 18.695, al tenor de las modificaciones que por el proyecto en informe se propone introducirle, teniendo en consideración, eso sí, que las referencias que se efectúen a. la Constitución Política, por razones obvias, deben entenderse referidas al texto vigente de ésta con anterioridad a la reforma hecha a su texto por la ley N° 19.097 publicada en el Diario Oficial de fecha 12 de noviembre del presente año.
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	En concordancia con lo preceptuado en el artículo 107, inciso segundo, de dicho texto constitucional, el artículo 1° de la ley orgánica Constitucional de Municipalidades, señala que éstas son corporaciones de derecho público con personalidad jurídica y patrimonio propio, encargadas de la administración de cada comuna o agrupación de comunas que determine la ley, destinadas a satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural de la comuna.



	De acuerdo con lo establecido en su artículo 2° las municipalidades poseen una estructura básica, conformada por dos órganos: uno unipersonal, el Alcalde, que es su máxima autoridad, y otro colegiado, el Consejo de Desarrollo Comunal (CODECO), encargados de cumplir las funciones y ejercer las atribuciones municipales en los términos que la ley señala.



	Integra, además, esta estruc�tura la organización interna de apoyo conformada por aquellas unidades a que se refieren los artículos 12, 13 y 14 de la ley en comento. Así, el primero de los artículos mencionados, señala algunas de estas unidades, tales como, una Secretaría Municipal, una Secretaría Comunal de Planificación y Coordinación y otras encargadas del cumplimiento de funciones de prestación de servicios y de administración interna, relacionadas con el desarrollo comunitario, obras municipales, aseo y ornato, tránsito y transporte públicos, administración y finanzas, asesoría jurídica y control. Tales direcciones, departamentos, secciones u oficinas, de acuerdo con los artículos 13 y, 14, serán determinadas en relación con el número de habitantes que tenga la comuna, distinguiendo la norma, al efecto, entre municipios con una población superior a cien mil habitantes y aquéllos con una cantidad igual o inferior a ésta.
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	Ahora bien, para el cumplimiento de sus finalidades, a las municipalidades se les ha encomendado ejercer algunas, funciones con carácter de privativas, que están indicadas en el artículo 3° de la ley en comento, y otras que pueden desarrollar directamente o con otros órganos de la Administración del Estado indicadas, no taxativamente, en su articulo 4°.



	Con el propósito de que los municipios puedan llevar a cabo tales funciones, han sido dotados de atribuciones. El artículo 5° de la ley distingue entre aquéllas de carácter esencial y aquéllas que no lo son.



	Las atribuciones esenciales se encuentran enumeradas en el inciso primero del precitado artículo, y que, de acuerdo al fallo del Tribunal Constitucional de fecha 19 de abril de 1988, deben estar establecidas en una ley Orgánica Constitucional. Estas son, entre otras, de elaborar, aprobar, modificar y ejecutar el plan comunal de desarrollo y los programas necesarios para su cumplimiento (letra a); la de elaborar, aprobar, modificar y, ejecutar el presupuesto municipal (letra b); la de administrar los bienes municipales y nacionales de uso público existentes en la comuna, salvo que, en atención a su naturaleza o fines, la administración de estos últimos, corresponda a otros órganos de la Administración del Estado (letra c); la de establecer derechos por los servicios que presten y por los permisos y concesiones que otorguen (letra e), y la de otorgar subvenciones y aportes a personas jurídicas de carácter público o privado, sin fines de lucro, que colaboren directamente en el cumplimiento de sus funciones, con las limitantes y condiciones que allí se establecen (letra g).
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	Sin perjuicio de lo anterior, el artículo 6° de la ley en estudio, contiene las siguientes atribuciones que, por su naturaleza, también son esenciales. Ellas son la de celebrar convenios con otros órganos de la Administración del Estado para el cumplimiento de sus funciones (inciso primero); y la de celebrar contratos, previa licitación pública, con personas naturales o jurídicas de carácter privado para la ejecución de acciones o la administración de establecimiento o bienes que posean o tengan a cualquier título. Tal licitación pública será posible de omitir por el alcalde, previo acuerdo del CODECO, cuando el monto de la convención no supere las 100 U.T.M., operando en este caso la contratación directa; y cuando tal valor exceda del anterior, pero no vaya más allá de las 300 U.T.M., y en casos extraordinarios, pudiendo efectuarse mediante licitación privada.



	En conformidad con el inciso final del artículo 5° las municipalidades tendrán, además, las atribuciones no esenciales que les confieran las leyes o que versen sobre materias que la Constitución Política de la República expresamente ha encomendado su regulación a la ley común. Así, en tal situación, se encuentra el decreto ley N° 3063, de 1979, que contiene normas sobre rentas municipales, y la ley N°17.235, sobre impuesto territorial.



	Por su parte, los artículos 7°, 8° y 9° establecen la forma y modalidades de ejercicio de las funciones municipales.



	Como se señalara en su oportunidad, el alcalde es la máxima autoridad del municipio y, de conformidad con lo establecido en el artículo 32, inciso segundo, tiene la calidad jurídica de Funcionario municipal. De conformidad con los artículos
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48 y 80 de la ley en comentario, en relación con los artículos 108, incisos primero y segundo, del texto constitucional en anterior vigencia, y 24, letra c), de la ley N° 8.605, Orgánica Constitucional de los Consejos Regionales de Desarrollo, la regla general es que los Alcaldes son designados por los citados Consejos Regionales, a propuesta en terna del CODECO, y, excepcionalmente, por el Presidente de la República en los casos que en forma expresa señala el inciso segundo del artículo 48.



	De acuerdo al último de los artículos nombrados, el Alcalde durará cuatro años en el ejercicio de su cargo, pudiendo ser designado para nuevos periodos.  Sobre tal particular, cabe hacer notar que la norma no distingue entre Alcaldes designados en una u otra forma, de tal manera que a ambos se les aplica la citada limitación de tiempo.



	El artículo 49 de la ley Orgánica en análisis, en relación con el artículo 113, inciso primero, del texto constitucional vigente a esa fecha, exige para ser designado Alcalde cumplir con los siguientes requisitos:



	a).� Ser ciudadano con derecho a sufragio;

	b).� Tener residencia en la región a que pertenezca la respectiva comuna;

	c).� Haber aprobado enseñanza media o estudios equivalentes;

	d).�	Tener	su	situación

militar al día;

	e).� Tener, a lo menos, 21 años de edad, y

	f).� Poseer idoneidad moral. Cabe indicar que la Ley de Municipalidades no contempla requisito, no obstante él
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resulta igualmente exigible por disposición del artículo 38, letras e) y, f), de la ley N°10.336, orgánica de la Contraloría General de la República.



	Según lo establecen los artículos 113, incisos segundo y tercero, del texto de la Constitución Política vigente en aquel entonces, y 50 de la ley N° 18.695, el cargo de Alcalde es incompatible con los de Intendente, Gobernador y Alcalde (incompatibilidad que no rige respecto de los Alcaldes designados por el Presidente de la República, en cuanto pueden desempeñar simultáneamente los cargos de Intendente o Gobernador); con cualquier empleo o función pública retribuida con fondos estatales, con excepción de los empleos, funciones o comisiones docentes de la enseñanza básica, media o superior, que no sean municipales y de la misma comuna o agrupación de comunas; con cargos directivos en partidos políticos o en organizaciones de naturaleza gremial o sindical. Asimismo, no podrán actuar como Alcaldes quienes, por sí o como representantes de personas jurídicas, celebren o caucionen contratos con la municipalidad o quien tenga litigios pendientes con ésta en calidad de demandante.



	En materia de subrogación del Alcalde, según lo dispone el artículo 52, inciso primero, de la ley en examen, la regla general es que lo sea por el funcionario en ejercicio que le sigue en orden de jerarquía dentro de la municipalidad, haciendo exclusión expresa de los Jueces de Policía Local. No obstante ello, la propia norma faculta al Alcalde, oyendo al CODECO, para designar como subrogante a algún funcionario que no corresponda a dicho orden.



	El artículo 51 de la ley Orgánica en comento, consulta las causales de cese de funciones del Alcalde. Ellas son: la de pérdida de la
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calidad de ciudadano o suspensión del derecho a sufragio (artículos 16 y 17 de la Constitución Política); la de inhabilidad o incompatibidad sobreviniente calificadas por el COREDE o por el Presidente de la República, en su caso, de oficio o a solicitud del CODECO; la de inhabilidad declarada por el Tribunal Electoral Regional competente, fundada en el caso que allí se indica; la de remoción de los Alcaldes designados por los COREDES, por impedimento grave o notable abandono de sus deberes, por acuerdo del señalado Consejo, a petición fundada de los dos tercios de los miembros del CODECO; la de remoción dispuesta por el Presidente de la República, en el caso de los Alcaldes de su designación, mediante decreto supremo; y la de renuncia aceptada por el COREDE o por el Presidente de la República, según corresponda.



	Todo lo anterior hay que entenderlo sin perjuicio de la aplicación de las normas sobre responsabilidad administrativa del Alcalde, que implique cesación de funciones, según lo establecido por el artículo 32, inciso final, de la ley en referencia, la que se remite, a este respecto, al Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales.



	En caso de vacancia en el cargo de Alcalde, el artículo 52, inciso segundo, ha previsto la posibilidad de designar uno nuevo, el que durará, como tal, por el tiempo que faltare para completar el respectivo cuadrienio. Para designar al Alcalde reemplazante, cabe señalar que tratándose de aquéllos que sean de designación del Presidente de la República, la ley en examen no ha establecido regla alguna; sin embargo, respecto de aquéllos nombrados por el Consejo Regional de Desarrollo, a propuesta del CODECO, debe estarse al procedimiento descrito en el artículo 80 de la ley, esto es, aquel empleado para la designación de los titulares.
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	En cuanto a la forma en que se materializa el nombramiento y remoción de los Alcaldes, interesa particularmente la situación de aquéllos cuyo nombramiento y remoción corresponde a los COREDES, cuyos acuerdos sobre el particular, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 24, letra c), de la ley N° 18.605, deben materializarse por medio de una resolución del Intendente Regional correspondiente, exenta del trámite de toma de razón.



	El artículo 47 corrobora que al Alcalde le corresponde la dirección, administración y supervigilancia del funcionamiento del municipio, poseyendo, al efecto, atribuciones que la ley, con carácter de exclusividad le confiere, con independencia del CODECO, las cuales se encuentran enumeradas en el artículo 53 de la misma.



	Sin perjuicio de las anteriores, el artículo 54 contempla otras facultades respecto de las cuales el Alcalde para su ejercicio requiere, en forma previa, la opinión del CODECO, siendo útil destacar que la referida consulta puede tener el carácter de obligatoria o facultativa para el Alcalde, según se verá.



	En efecto, para las siguientes materias deberá efectuar la aludida consulta: a) para dar denominación a los bienes o lugares de uso públicos, poblaciones, barrios y sectores; b ) para designar delegados, y c) para designar como Alcalde subrogante a un funcionario distinto al que correspondiere, de conformidad con el orden jerárquico.



	En cambio, el inciso final del precitado artículo prevé la posibilidad que el Alcalde consulte al CODECO sobre todos aquellos asuntos que estime
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conveniente, en razón de la calidad de ente asesor de éste .



	No obstante lo señalado, debe advertirse que la decisión que, en definitiva, adopte el CODECO respecto de tales materias en caso alguno tiene el carácter de obligatoria para el Alcalde, aun respecto de aquellas situaciones en que tenga el carácter de trámite esencial.



	Finalmente, en este tema, debe consignarse que el artículo 55 contempla una enumeración de atribuciones en que el Alcalde, para su ejercicio en forma previa, necesita de la opinión concordante del CODECO, opinión que se expresa a través de un acuerdo, cuyo fundamento constitucional está contenido en el artículo 110, inciso segundo, del texto de la Carta Fundamental vigente a la sazón. Estas son:



	a).� Aprobar los proyectos del plan comunal de desarrollo y del presupuesto municipal y sus modificaciones;



	b)	Aprobar el proyecto del plan regulador y sus modificaciones;



	c).� Establecer derechos por los servicios municipales y por los permisos y concesiones;	



	d).� Establecer, dentro de los marcos que indique la ley, los tributos que graven actividades; o bienes que tengan una clara identificación local y estén destinados a obras de desarrollo comunal;



	e).� Adquirir, enajenar, gravar, arrendar por un plazo superior a cuatro años o traspasar a cualquier título, el dominio o mera tenencia de bienes inmuebles fiscales o donar bienes muebles;



	f).�	Expropiar bienes inmuebles para dar cumplimiento al plan regulador comunal;
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	g).� Otorgar subvenciones y aportes, para financiar actividades comprendidas entre las funciones de las municipalidades, a personas jurídicas de carácter público o privado, sin fines de lucro, y ponerles término;



	h).� Transigir judicial y extrajudicialmente;



	i) Otorgar	concesiones municipales, renovarlas y ponerles término;



	j).� Establecer multas en las ordenanzas municipales;



	k).� Otorgar, renovar y poner término a permisos municipales, y



	l).� Omitir el trámite de propuesta o licitación pública para contratar o ejecutar acciones con terceros, y realizarlas o ejecutarlas directamente o a través de propuesta privada, en los casos y forma que allí señala.



	Toda vez que, como se indicó, para el ejercicio de las atribuciones anteriormente anotadas se requiere que la resolución que adopte el Alcalde sea coincidente, en cuanto a su contenido, con lo que acuerde el Consejo en estas materias, en caso de suscitarse alguna controversia sobre el particular, ella deberá ser resuelta exclusivamente por el Consejo Regional de Desarrollo respectivo, en conformidad con lo preceptuado en el artículo 24, letra d), de la ley N° 18.605.



	Los proyectos sobre plan comunal de desarrollo, del presupuesto municipal y el plan regulador comunal, deben ser propuestos por el Alcalde; pero, una vez aprobados los dos primeros pasan a ser, respectivamente, el Plan Comunal de Desarrollo y el Presupuesto Municipal.
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	El artículo 56 consulta una obligación para el Alcalde en lo que respecta a su gestión anual, a la marcha de la municipalidad, al balance de la ejecución presupuestaria y al estado de situación financiera, en orden a que deberá dar cuenta pública al CODECO de todos estos aspectos, a más tardar en el mes de abril de cada año.



	El Título III de la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades trata del Consejo de Desarrollo Comunal, el cual es concebido como un órgano colegiado, cuyo objeto es asesorar al Alcalde y hacer efectiva la participación de la comunidad en el progreso económico, social y cultural de la comuna. Estará integrado, de conformidad con su artículo 60, por representantes de las organizaciones comunitarias, de carácter territorial y funcional, y de las actividades relevantes de cada comuna o agrupación de comunas, con excepción de aquéllas de naturaleza gremial o sindical y de la administración pública.



	El artículo 62 se encarga de precisar, en su inciso primero, cuáles son las organizaciones comunitarias de carácter territorial, para los efectos de esta ley; las de carácter funcional, en su inciso segundo; y, finalmente, en su inciso tercero, establece cuáles actividades tendrán el carácter de relevantes.



	Debe destacarse que el artículo 61 entrega. al Consejo Regional de Desarrollo la determinación de aquellas entidades que, encontrándose en alguna de las tres situaciones antes mencionadas, tendrán derecho a participar en la elección de los miembros de los CODECOS, como, asimismo, designará a las personas que los integrarán. En cuanto a este último aspecto, debe anotarse que el número de componentes varía en relación con la
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cantidad de habitantes de cada comuna o agrupación de comunas, yendo desde cuatro miembros para aquéllas de hasta cinco mil habitantes, hasta dieciséis donde esta última cantidad supere los cien mil.



	Cabe aclarar que, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 60, de la totalidad de los integrantes de cada CODECO, la mitad corresponderá a las organizaciones comunitarias y la restante a las personas que representen actividades relevantes dentro de la comuna o agrupación de comunas.



	El artículo 71 indica que para ser designado consejero, titular o suplente, deberán cumplirse los siguientes requisitos: ser ciudadano con derecho a sufragio; tener 21 años de edad, a lo menos; haber aprobado la enseñanza básica; tener su situación militar al día; tener domicilio en la comuna, y pertenecer a alguna de las organizaciones comunitarias o ser persona que desarrolle actividades relevantes, debidamente inscritas en el registro correspondiente.



	Por norma general, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 73, no podrán desempeñarse como miembro del CODECO aquellas personas que posean algunas de las incompatibilidades que establece el artículo 50 para desempeñarse como Alcalde, como, tampoco, los integrantes de los Consejos Regionales de Desarrollo ni los funcionarios y trabajadores municipales.



El artículo 72, inciso primero, establece que los miembros del CODECO permanecerán cuatro años en sus cargos y no podrán ser designados por más de dos períodos consecutivos.



Como	se reseñara anterior�mente, para participar en el proceso de elección de
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consejeros, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 63, es menester que, a lo menos, un año antes del inicio del cuadrienio correspondiente, las organizaciones comunitarias y las personas que se desempeñen en actividades relevantes dentro de la comuna o agrupación de comunas y que cumplan con los requisitos contenidos en este artículo, se inscriban en un registro, a cargo del secretario municipal, que en cada municipio deberá abrirse por el término de dos meses. Transcurrido este plazo, dicho funcionario remitirá la nómina de inscritos al Consejo Regional de Desarrollo, organismo que determinará cuáles organizaciones comunitarias de carácter funcional y qué personas naturales o jurídicas que realicen actividades relevantes tendrán derecho a participar en la designación de representantes en los CODECOS. Dicha resolución deberá, además, incluir las organizaciones comunitarias territoriales debidamente inscritas, como, asimismo, el número de representantes que corresponda a cada uno de los dos estamentos precitados.



	La aludida resolución es reclamable ante el Tribunal Electoral Regional respectivo, el cual fallará sin ulterior recurso.



	Dentro del plazo que la ley señala, los representantes de las organizaciones comunitarias, elegidos especialmente para estos efectos por sus bases, y las personas que desarrollen actividades relevantes determinadas por el COREDE, se reunirán con el propósito de formar las listas de ternas de candidatos a consejeros titulares y suplentes. Tales reuniones se harán por estamentos y, en cada una de ellas, se elegirá, en un solo acto eleccionario y en votación unipersonal, una terna por cada plaza del Consejo de Desarrollo Comunal que corresponda llenar por estamento, entregándose la lista respectiva al secretario municipal, quien actúa como ministro de fe.
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	Elaboradas las listas de ternas, el secretario municipal deberá remitirlas al Tribunal Electoral que corresponda, las que, una vez aprobadas, deberán ser enviadas por el aludido funcionario municipal al Consejo Regional de Desarrollo para que proceda a la designación de los miembros titulares y suplentes del CODECO respectivo.



	Atendido que el proyecto de ley en informe, en cumplimiento de la reforma constitucional recientemente aprobada, suprime los Consejos de Desarrollo Comunal, los limitaremos, a continuación, a efectuar una breve reseña acerca de aquellos aspectos de ellos que se estiman de mayor relevancia.



	Así, el artículo 74 de la ley en comentario consulta las causales de cesación en sus cargos de los miembros del señalado Consejo. En lo que respecta a sus atribuciones es dable señalar, al igual como en su oportunidad se hizo respecto del Alcalde, que está investido de atribuciones que le son propias �las que se encuentran establecidas en el artículo 76�; aquellas materias en que deberá prestar su acuerdo, atendida su relevancia, y que se encuentran contempladas en el artículo 78, en relación con los artículos 55 y 56 de la ley en comento, ya examinados al referirnos al Alcalde; y, finalmente, aquéllas en que deberá emitir su opinión, pero cuyo pronunciamiento no es vinculante para este último, y que están contenidas en el artículo 77, en relación con el artículo 54 de esta ley Orgánica.





	El artículo 79 preceptúa que los miembros del CODECO celebrarán una sesión constitutiva al inicio del cuadrienio respectivo y, además, sesiones ordinarias y extraordinarias, facultándolo el artículo 81
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para determinar las normas necesarias	para	su funcionamiento interno.





	En lo que respecta a  las sesiones ordinarias, se señala que serán de carácter público y que habrán de realizarse, a lo menos, dos veces al mes, pudiendo tratarse en ellas cualquier materia que sea de su competencia. Por su parte, las sesiones extraordinarias pueden ser públicas o privadas, deberán ser convocadas por el Alcalde o por no menos de un tercio de los miembros en ejercicio del CODECO, y sólo se tratarán en ellas aquellos asuntos indicados en la convocatoria.



	En materia de quórum, se exige la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio para que este organismo pueda sesionar; en cambio, respecto de sus acuerdos, habrán de ser adoptados por la mayoría absoluta de los consejeros presentes, salvo en lo que respecta al otorgamiento y terminación de subvenciones y aportes, que exige el voto favorable de las tres cuartas partes de los consejeros en ejercicio.



	Finalmente, en lo que a esta entidad dice relación, cabe consignar que, aún cuando de conformidad con lo dispuesto en el artículo 59, inciso primero, en relación con el artículo 53, letra m), le corresponde al Alcalde presidir el Consejo, con derecho a voz, no ostenta la calidad de miembro de aquél. De esta manera, no es considerado para el cálculo del quórum para sesionar.



	El Título IV de la ley 18.695, agregado por el artículo 1°, N° 8, de la ley N°18.963, trata de los plebiscitos comunales.

�
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	Esta materia debe entenderse concordada con la segunda parte del inciso tercero del artículo 107 del texto constitucional vigente en aquel momento, la cual entregaba a la ley orgánica Constitucional la misión de señalar los asuntos de administración local, propios de la competencia de las municipalidades, que el Alcalde podrá someter a plebiscito de las personas inscritas en los registros electorales, con domicilio en la respectiva comuna o agrupación de comunas, como, igualmente, las oportunidades, forma de la convocatoria y sus efectos.



	Así, el artículo 82 de la ley Orgánica Constitucional en análisis posibilita que el Alcalde, de propia iniciativa, a solicitud del CODECO o de los vecinos, pueda plebiscitar aquellas materias relativas a inversiones específicas de desarrollo comunal.



	Por su parte, el artículo siguiente consulta la forma cómo los vecinos, inscritos en los registros electorales respectivos, con anterioridad al 31 de diciembre del año anterior, pueden requerir del Alcalde la realización de tal acto; exigiéndose, al efecto, que concurran con su firma, a lo menos, el 20% de ellos.



	El artículo 84 prescribe que el Alcalde, mediante decreto fundado y dentro de quince días, habrá de pronunciarse acerca de la petición de plebiscito efectuada por los vecinos en la forma indicada, o por acuerdo del CODECO adoptado por la mayoría absoluta de los consejeros en ejercicio; pronunciamiento que, en el evento de no emitirse dentro de plazo, debe entenderse que aprueba dicha solicitud.



	La convocatoria a plebiscito, de conformidad al artículo 85 se hará por decreto 
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alcaldicio publicado en el Diario Oficial, en un diario de los de mayor circulación dentro de su territorio y, además, por avisos puestos en la propia municipalidad y en otros lugares públicos. La norma, a continuación, indica las menciones que deberá contener el aludido decreto, siendo particularmente relevante el hecho de que deberá consignar si su resultado será o no obligatorio para la autoridad.



	El artículo 86 prohibe la convocatoria a plebiscito en los seis meses previos a realizarse una elección de Diputados y Senadores o Presidencial. Del mismo modo, se indica que la convocatoria a plebiscito nacional o a una elección extraordinaria de Presidente de la República suspende los plazos relativos a los plebiscitos comunales.



	La ley hace de cargo de la municipalidad que los ordenó el costo de los plebiscitos comunales, correspondiéndole, además, la confección de las cédulas y la distribución de los útiles respectivos.



	Finalmente, el artículo 88 hacía aplicable a estos plebiscitos, en lo no modificado por la ley de municipalidades, la normativa establecida en la ley Orgánica Constitucional Sobre Votaciones Populares y Escrutinios.



	Un capítulo aparte, dentro del análisis de los diversos aspectos regulados por la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, merece aquello que apunta al patrimonio municipal y al régimen de bienes del mismo, toda vez que, como someramente se verá, las disposiciones que regulan esta materia se encuentran diseminadas en dicho cuerpo legal.
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	El artículo 1° de la ley en referencia, en concordancia con lo preceptuado por el artículo 107, inciso segundo, del texto de la Constitución Política vigente en aquel entonces, señala, en lo que interesa, que “Las Municipalidades son corporaciones de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propios...".



	Al respecto cabe hacer presente que el patrimonio municipal está conformado por aquellos bienes y recursos financieros que contempla su artículo 11.



	En cuanto a la administración de los recursos financieros de las municipalidades, el artículo 53, letra en prescribe que dicha facultad le corresponde al Alcalde, para cuyo efecto deberá sujetarse a las normas sobre administración financiera del Estado, conforme lo preceptúa el artículo 41 de la misma ley en análisis.



	Por su parte, el artículo 22, letra b), señala que la unidad encargada de la administración y finanzas deberá asesorar al Alcalde en esta materia.



	De acuerdo, entonces, a lo prescrito por el artículo 11 de la ley en comentario, el patrimonio municipal está integrado por:



	a)	los bienes corporales e incorporales que posean o adquieran a cualquier título.



	b) los derechos que cobren por los servicios que presten y por los permisos y concesiones que otorguen. Cabe recordar que, de conformidad � lo dispuesto en el artículo 41 del decreto ley N° 3063, de 1969, los derechos municipales son “las prestaciones que
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están obligadas a pagar a las municipalidades las personas naturales o jurídicas de derecho público o derecho privado, que obtengan de la Administración Local una concesión o permiso o que reciban un servicio de las mismas, salvo exención contemplada en un texto legal expreso”.



	Además, debe destacarse que el artículo 5°, letra e), de la ley Orgánica Constitucional en estudio, faculta a las municipalidades para establecer derechos por los servicios que presten y por los permisos y concesiones que otorguen, para cuyo efecto el Alcalde requerirá del acuerdo del. CODECO, según lo prevén los artículos 55, letra c), y 78, letra c).



	c) Los ingresos que perciban con motivo de sus actividades o de las de los establecimientos de su dependencia.



	En términos generales, son las rentas que provienen de las empresas, establecimientos y servicios públicos municipales.



	d) Los ingresos que recauden por los tributos que la ley permita establecer a las autoridades comunales, dentro de los marcos que la ley señale, que graven actividades o bienes que tengan una clara identificación local, para ser destinados a obras de desarrollo comunal.





	Esta es una facultad que el artículo 5°, letra h), de la ley en análisis, otorga a las autoridades comunales, en concordancia con lo preceptuado en el artículo 19, N° 20, inciso final, del texto constitucional vigente a la sazón. Para ejercerla, dentro
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requerirá el acuerdo del CODECO según lo previsto por los artículos 55, letra d), y 78, letra d).



	e) Las multas a beneficio municipal.



	Sobre el particular, el artículo 10, inciso segundo, prescribe que en las ordenanzas podrán establecerse multas para los infractores, cuyo monto no excederá de cinco U.T.M., las que serán aplicadas por los Juzgados de Policía Local correspondiente.  Para estos efectos, el Alcalde requerirá el acuerdo del CODECO, con arreglo a lo previsto en los artículos 55, letra j).  Lo anterior es sin perjuicio de las multas que a beneficio municipal están contenidas en la legislación vigente, ya sea en normas generales o especiales.



	f) Los demás ingresos que les correspondan en virtud de las leyes vigentes.



	Al efecto pueden citarse, a modo de ejemplo, los siguientes: el impuesto por permiso de circulación; la contribución por las patentes profesionales, industriales, comerciales y de alcoholes; al aporte fiscal que se conceda en la ley de presupuestos; etcétera, regulados todos ellos en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, y la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial.



	El artículo 26, inciso primero, establece que los bienes municipales destinados al funcionamiento de sus servicios y los dineros depositados a plazo o en cuenta corriente serán inembargables.
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	A su vez, el artículo 27, en su inciso primero, dispone que la adquisición del dominio de los bienes raíces por parte de los municipios se sujetará a las normas del derecho común. En consecuencia, en la especie, se aplican las disposiciones pertinentes del Código Civil, en especial las del Título II y siguientes del Libro II y las del Título XXIII del Libro IV.



	Sin embargo, cabe advertir que con arreglo a lo previsto en los artículos 55, letra e), y 78, letra e), para adquirir bienes inmuebles el Alcalde requerirá el acuerdo del CODECO.



	Por su parte, el inciso segundo del ya indicado artículo 27, faculta a las municipalidades, a efectos de dar cumplimiento a las normas del plan regulador comunal, para adquirir bienes raíces por expropiación, los que se declaran de utilidad pública. Para ejercer esta atribución el Alcalde requerirá el acuerdo del CODECO, de conformidad con lo preceptuado en los artículos 55, letra f), y 78, letra f).



	Según se desprende del contexto general de la ley N° 18.695 y, en especial, de los artículos 5°, letra f), 28, 55, letra e), y 78, letra e), la enajenación de los bienes inmuebles municipales puede ser a título oneroso y, excepcionalmente, a título gratuito.



	Ahora bien, el artículo 28, en sus incisos primero y segundo, regula la disposición a título oneroso, señalando que los bienes inmuebles municipales sólo podrán ser enajenados en caso de necesidad o utilidad manifiesta. El procedimiento que se seguirá para esta clase de enajenación será el remate o la licitación públicos, siendo su valor mínimo el del avalúo
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fiscal, el cual sólo podrá ser rebajado con el acuerdo del CODECO. Cabe consignar que la calificación de la necesidad o utilidad manifiesta corresponde al Alcalde, sin perjuicio del acuerdo que deberá requerirse al CODECO.



	En lo que concierne a la facultad para transferir gratuitamente los inmuebles municipales, se infiere que se autoriza al Alcalde, con acuerdo del CODECO, para traspasar a cualquier título el dominio de dichos bienes y, por aplicación del D.F.L. N° 789, de 1978, del ex�Ministerio de Tierras y Colonización, dicha donación procederá en casos calificados y previo decreto supremo dictado a través del Ministerio del Interior, el que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Bienes Nacionales.



	De conformidad con el artículo 28, inciso primero, de la ley, los bienes inmuebles municipales sólo pueden ser gravados o arrendados en caso de necesidad o utilidad manifiesta y para hacerlo por un plazo superior a cuatro años o traspasar a cualquier título la mera tenencia de los mismos, el Alcalde requerirá, una vez más, el acuerdo del CODECO.



	En lo que respecta a la adquisición de bienes muebles, el artículo 53, letra h), la consagra como una atribución exclusiva del Alcalde, regulándose por las reglas del derecho común y las normas especiales vigentes sobre la materia.



	Por su parte, el artículo 29, indica que la disposición de los bienes muebles, previamente dados de baja, se efectuará mediante remate público. Sin embargo, en casos calificados, se faculta a los municipios parta donar estos bienes a instituciones, públicas o privadas, de beneficencia de la comuna. Debe precisarse, respecto de la enajenación a título oneroso de
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estos bienes, que ella ha de ser dispuesta por el Alcalde sin necesidad de acuerdo del CODECO; en cambio, para la donación de los bienes muebles dados de baja, al margen de la limitante que sólo puede hacerse en favor de las señaladas instituciones, corresponderá al Alcalde calificar la procedencia de la donación, pero, además, deberá contar con el acuerdo del CODECO.



	El artículo 30 de la ley en comentario preceptúa que los bienes municipales o nacionales de uso público que administre la municipalidad, podrán ser objeto de concesiones o permisos, siendo estos últimos esencialmente precarios.



	Respecto a las concesiones, precisa que ellas darán derecho al uso preferente del bien concedido, en las condiciones que fije el municipio. Sin embargo, éste podrá darles término en cualquier momento al sobrevenir un menoscabo o detrimento grave al uso común o cuando concurran otras razones de interés público.



	En lo que concierne a los permisos y a las concesiones, cabe destacar que para su otorgamiento, renovación y facultad de ponerles término el Alcalde requerirá del acuerdo del CODECO.



	En forma intencional se ha dejado para la parte final de este análisis, la normativa atingente a la fiscalización de los actos de las municipalidades, por entender que, si bien es cierto existe una de carácter coetáneo, la mayoría de las veces se traduce en una labor posterior al quehacer de éstas.



	En esta materia, particular importancia reviste el artículo 42 de la ley en estudio, que preceptúa que "sin perjuicio de las facultades generales de fiscalización interna que	corresponde 	al
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consejo de Desarrollo Comunal, al Alcalde y a las unidades municipales, dentro del ámbito de su competencia, las municipalidades serán fiscalizadas por la Contraloría General de la República, de acuerdo con su ley Orgánica Constitucional.



	Corresponde precisar que en lo respecta a fiscalización externa, los municipios están afectos al mismo régimen que el resto de los servicios públicos, con la sola excepción que las resoluciones municipales no se encuentran sujetas al trámite de toma de razón, salvo norma legal expresa.



	Ahora bien, en cuanto a fiscalización interna, entendiendo por tal, al control que por la vía jerárquica y con sus propios medios realiza el municipio, con el fin de adecuar sus actividades a las normas vigentes y a las condiciones de eficiencia que técnicamente sean exigibles de acuerdo con sus modalidades de funcionamiento, la ley en análisis, en su artículo 42, en relación con el artículo 47 de la misma, señala al Alcalde como la máxima autoridad de la municipalidad, correspondiéndole su dirección, administración superior, supervigilancia de su funcionamiento, así como la fiscalización interna de aquélla. En este aspecto, cabe destacar que le resulta aplicable el artículo 11 de la ley N° 18.575, según el cual "las autoridades y funcionarios facultados para elaborar planes o dictar normas, deberán velar permanentemente por el cumplimiento de aquéllos y la aplicación de éstas, dentro del ámbito de sus atribuciones, sin perjuicio de las obligaciones propias del personal de su dependencia".



	Por otra parte, según se ha analizado en la parte pertinente de este capitulo, el articulo 76, letra c), confiere al Consejo de Desarrollo Comunal la facultad de fiscalizar la actuación del
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Alcalde. Ello, sin perjuicio de las facultades generales de fiscalización interna que le corresponden, de conformidad al artículo 42 de la ley.



	Además, el artículo 24 de la ley en estudio, le otorga a la Unidad de Control atribuciones y funciones que la constituyen en uno de los elementos fiscalizadores internos más importantes dentro de la estructura municipal, por cuanto ejecuta su labor evaluando el quehacer de las otras dependencias. Así, se le encomienda realizar la auditoría operativa interna de la municipalidad, con el objeto de fiscalizar la legalidad de su actuación; de controlar la ejecución financiera y presupuestaria municipal y de representar al Alcalde los actos municipales, cuando los estime ilegales, teniendo acceso, para estos efectos, a toda la documentación pertinente.



	Finalmente, cabe consignar que diversas disposiciones de la ley que se analiza asignan facultades específicas a unidades tales como la Secretaría Comunal de, Planificación y Coordinación, la de Administración y Finanzas y la de Asesoría Jurídica.





**********





	Señala S.E. el Presidente de la República, en la parte expositiva de su Mensaje, que es propósito del Gobierno que preside democratizar el sistema municipal y lograr, al mismo tiempo, una mayor eficiencia en la administración comunal.  Es por ello, agrega, que sometió a la consideración del Parlamento un proyecto de reforma de la Constitución Política que, habiendo sido ratificado por el Congreso Pleno y recientemente promulgado como ley de la República, permitirá al Poder
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Legislativo abocarse al estudio de las modificaciones de la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, contemplada en el proyecto en estudio.



	Luego de efectuar un somero análisis de las modificaciones que se proponen, como, asimismo, de sus alcances, finaliza el Primer Mandatario haciendo presente que esta iniciativa legal sólo contiene las reformas que considera más sustanciales y urgentes a la actual normativa municipal, no descartando la posibilidad de someter a la consideración del Congreso Nacional, en una próxima vez, otras modificaciones complementarias de las contenidas en el proyecto en informe.





II.� MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES 0 FUNDAMENTAUS DEL PROYECTO.�



	En conformidad con lo exigido por el artículo 286, N° 1, del Reglamento de la Corporación, y para efectos de lo preceptuado en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política y en los artículos 24 y 32 de la ley N°18.918, Orgánica constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que las ideas matrices o fundamentales del proyecto, a decir del Mensaje, son las siguientes:



	1.� Incorporar a la definición de las municipalidades la calidad de corporaciones autónomas de derecho público.





	2.� Señalar que los órganos superiores municipales son el Alcalde y el Concejo.
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	3.� Establecer, además, un órgano de carácter consultivo que es el Consejo Económico y Social Comunal.



	4.� Agregar nuevas atribu�ciones a las municipalidades para el cumplimiento de sus funciones.



	5.� Readecuar, regular y ampliar la competencia municipal de celebrar convenios y otorgar Concesiones.



	6.� Establecer un nuevo párrafo 3° que trata del financiamiento y patrimonio municipal, instaurando, con rango Orgánico Constitucional, el Fondo Común Municipal y su conformación.



	7.�	Crear	la figura del Administrador Municipal.



	8.� Consignar que el Alcalde será elegido por sufragio universal y por mayoría de votos, de conformidad al procedimiento que allí se señala; que su mandato durará cuatro años, pudiendo ser reelegido.



	9 .� Puntualizar los requisitos necesarios para ser elegido Alcalde.



	10.� Suprimir, en materia de incompatibilidades para el desempeño de la función alcaldicia, aquélla relativa al desempeño de cargos directivos en partidos políticos o en organizaciones de naturaleza gremial o sindical.



	11.� Consultar que la declaración de la eventual inhabilidad sobreviniente (o incompatibilidad en que incurra el Alcalde ha de ser
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adoptada por el Concejo, por los dos tercios de los concejales en ejercicio, exigiéndose igual quórum para la remoción del mismo por impedimento grave o notable abandono de sus deberes y para aceptarle la renuncia por motivos justificados.



	12.� Declarar que la cesación en el cargo de Alcalde trae aparejada la del de concejal.



	13.� Sujetar al trámite de toma de razón el decreto alcaldicio que ponga en vigor el presupuesto municipal.



	14.� Modificar las normas de subrogación de los Alcaldes.



	15.� Ampliar y readecuar las atribuciones alcaldicias.



	16.� Obligar al Alcalde a consultar al Concejo para efectuar la designación de delegados y para alterar el orden de subrogación de su propio cargo.



	17.� Crear, en cada municipalidad, un Concejo de carácter normativo, resolutivo y, fiscalizador, regulando su composición, los requisitos para ser elegido miembro del mismo, las incompatibilidades e inhabilidades para ser candidato y desempeñar el cargo, las causales de cesación en su ejercicio, la forma para proceder a su reemplazo, sus atribuciones, su funcionamiento, los quórum para sesionar y adoptar acuerdos, además de otras disposiciones que reglan la materia.



	18.� Establecer,	en cada municipalidad, un Consejo Económico y Social  Comunal,
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integrado por representantes de la comunidad local interesada, normando su integración, mecanismo para acceder a él, requisitos para ser miembro de éste, causales de cesación en el cargo, reemplazo de los miembros titulares, materias que deberán serle consultadas por el Alcalde, su funcionamiento, quórum para sesionar y para adoptar acuerdos, por señalar aquellas disposiciones que se estima de mayor relevancia.



	19.� Regular las elecciones municipales, haciéndoles aplicable la normativa consultada en la ley Orgánica Constitucional Sobre Votaciones Populares y Escrutinios, salvo en aquellos aspectos específicos que aparecen modificados por la ley en proyecto.



	20.� Modificar el Título que regula los plebiscitos comunales en cuanto a las materias susceptibles de este procedimiento, los órganos competentes para solicitarlos y sus efectos.



	21.� Agregar un Título destinado a regular las asociaciones que las municipalidades constituyan entre sí y su participación en corporaciones y fundaciones de derecho privado.





	22.� Definir una serie de situaciones de carácter transitorio, entre las cuales destaca la convocatoria por parte del Presidente de la República a elecciones de concejales dentro de los treinta días siguientes a la fecha día publicación de esta ley, suspendiéndose la elección en los registros electorales a contar del trigésimo día siguiente a la publicación de dicha convocatoria. como, asimismo, establecer un conjunto de disposiciones que, complementaria o excepcionalmente a las permanentes del articulado, regularán la primera
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elección de concejales a efectuarse antes del 30 de junio de 1992.



	Tales ideas matrices o fundamentales el proyecto en informe las plasma en veintiocho artículos permanentes y catorce disposiciones transitorias que, someramente, a continuación, pasan a analizarse.





	Artículo l°.�



	Incorpora al texto vigente del mismo el carácter de corporaciones "autónomas" de derecho público de las municipalidades. Ello, de conformidad con lo preceptuado por el nuevo texto constitucional sobre la materia.



	Artículo 2°.�



	Reemplaza al en actual vigor, indicándose que los órganos superiores de los municipios son el Alcalde, que es su máxima autoridad, y el Concejo; estableciéndose, además, el Consejo Económico Social Comunal, como un ente de carácter consultivo. Este cambio, a decir del Mensaje, obedece a la idea de una mayor democratización y participación en el sistema municipal, lo que guarda concordancia con las normas que se proponen respecto a los mencionados organismos colegiados.



	Artículo 3°.�



	Introduce	cuatro	modifica�ciones al artículo 5 de la ley  N° 18.695, donde se consultan las atribuciones esenciales que se confieren a los municipios para el cumplimiento de sus funciones.
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	Así, en lo que respecta a la administración de los bienes municipales y nacionales de uso público existentes en la comuna �y de que trata su letra c)� se precisa que ella lleva involucrada la facultad de asignar y cambiar la denominación de tales bienes, como, igualmente, la de poblaciones, barrios y conjuntos habitacionales.



	Por otra parte, se consigna la atribución de la municipalidad de constituir corporaciones o fundaciones de derecho privado sin fines de lucro, destinadas a la promoción y difusión del arte y la cultura, de conformidad con las normas que la propia ley señala (nueva letra i); la de establecer, en el ámbito de las comunas o agrupación de comunas, unidades vecinales, a fin de propender a un desarrollo equilibrado y a una ,adecuada canalización de la participación ciudadana (nueva letra j); y, finalmente, se contempla la facultad de las municipalidades para asociarse entre ellas a fin de facilitar el cumplimiento de sus fines propios, de acuerdo con las reglas que la misma ley señala (nuevo inciso final).



	Artículo 4°.�



	Tiene por propósito sustituir el actual artículo 6° ampliando la facultad de las municipalidades de celebrar convenios con otros órganos de la administración del Estado a su participación en corporaciones de derecho público, encomendando a la ley su regulación. Además, condiciona las facultades del municipio para celebrar contratos con personas naturales o jurídicas para la ejecución de acciones determinadas, a que ello no importe el traspaso de sus funciones o potestades, limitación esta última, que hace aplicable al otorgamiento de concesiones para la prestación de servicios municipales y para administrar establecimientos xxxxxxx que posea o tenga a cualquier título.
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	En seguida, innova en cuanto al régimen aplicable a la celebración de los aludidos contratos y otorgamiento de concesiones atendiendo, al efecto, al monto de las obligaciones o al valor de los bienes involucrados. De esta manera, si éstos no excedieren de 100 U.T.M., autoriza actuar mediante contratación directa; si fuere superior a 100 y hasta 300 U.T.M., se llamará a propuesta privada, en las condiciones que indica; si excediere de 300 U.T.M., la regla general es que se proceda previa licitación pública, permitiéndose que cuando concurran imprevistos urgentes y otras circunstancias debidamente calificadas por el Concejo, puedan efectuarse a través de propuesta privada.





	Artículo 5°.�



	Agrega un nuevo párrafo 3° al Título I de la ley Orgánica Constitucional en comentario, llamado ”Financiamiento y patrimonio municipal”, conformado por los artículos 10 bis y 11. La primera de estas disposiciones, en su inciso inicial, en concordancia con lo preceptuado en la primera parte del artículo 111 nuevo de la Constitución, ratifica la autonomía que poseen las municipalidades en la administración de las finanzas. En su inciso segundo, y en cumplimiento también de la misma disposición constitucional, se consagra la existencia, con rango Orgánico Constitucional, del Fondo Común Municipal, como un mecanismo de redistribución solidaria de recursos financieros entre los municipios del país, integrado por los recursos que, en los porcentajes que allí se señalan, provienen de las contribuciones de bienes raíces, de los permisos de circulación de vehículos, de lo que recaude la Municipalidad de Santiago por pago de las patentes que señala, de lo que perciban las Municipalidades de Providencia y Las Condes por concepto de las mismas patentes anteriormente aludidas; y,
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además, por el aporte Fiscal que, para estos efectos, se consulte en la ley de Presupuesto de la Nación.



	El inciso final de este precepto, en concordancia con el texto constitucional, entrega la distribución del Fondo Común Municipal a la ley común, esto es, en la especie, a la ley de Rentas Municipales.



	El artículo 11 que se propone agregar, debe entenderse sustitutivo de aquél. que, con igual numeración, se consulta en el texto en actual vigor, donde se indican los recursos que integran el patrimonio municipal. A la actual enumeración, se agregan el aporte que les otorgue el presupuesto del gobierno regional respectivo (nueva letra b), y los ingresos provenientes de su participación en el Fondo Común Municipal (nueva letra c).



	Artículos 6°, 7°, 8° y 9°.�



	Estas normas contienen adecuaciones de carácter meramente formal a aquéllas en actual vigencia, a excepción de la modificación que se propone a la primera de las nombradas, destinada a consultar la eventual existencia en los municipios de un administrador municipal, materia cuya regulación entrega al artículo 24 bis, que se verá a continuación.





	Artículo 10.�



	Propone	incorporar un artículo 24 bis, por el cual se crea el cargo de administrador municipal, obligatorio en aquellas comunas con una población superior a cien mil habitantes siendo facultativo para aquéllas que no superen esta cifra,
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exigiéndose, en este último caso, que tal determinación la adopte el concejo a propuesta del Alcalde.



	Dicho administrador será de designación alcaldicia, con acuerdo del Concejo, dependiendo directamente del primero. Para desempeñar este cargo se exigirá estar en posesión de un título profesional de ocho semestres, a lo menos. Sólo podrá ser removido por el Alcalde con acuerdo del Concejo o directamente por éste por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Las funciones que le corresponderá desempeñar, principalmente, son la de velar por el cumplimiento de las instrucciones del Alcalde y los acuerdos del Concejo; la de coordinar y fiscalizar las distintas unidades municipales; la de velar por el adecuado cumplimiento de la gestión y ejecución técnica de las políticas, planes y programas del municipio, y la de desempeñar las demás atribuciones que le delegue el Alcalde.



	Artículo 11.�



	Consulta adecuaciones formales a los artículos 28, 42 y 46 del texto de la ley en actual vigencia.



	Artículo 12.�



	Tiene por propósito agregar al artículo 44, que exime a las resoluciones que dicten los municipios del trámite de toma de razón, un nuevo inciso que sí sujeta a dicho trámite al decreto alcaldicio que ponga en vigor el presupuesto municipal.
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	Artículo 13.�



	Esta disposición, en cumplimiento de lo preceptuado en la parte final del artículo	108,	inciso	primero, del 	nuevo	texto

constitucional, sustituye el actual artículo 48 disponiendo que el Alcalde será elegido por sufragio universal y por mayoría de	votos de acuerdo al procedimiento que la propia ley señala,	que su mandato durará cuatro años, pudiendo ser reelegido.



	Artículo 14.�



	Sustituye el texto del actual artículo 49, que establece los requisitos para ser designado Alcalde, por otro que condiciona la asunción de funciones de éste a la instalación del Concejo, remitiéndose, al efecto, al procedimiento que, en su oportunidad, se verá, al analizar el nuevo artículo 68, donde se consulta en detalle esta materia.



	Artículo 15.�



	Reemplaza  el texto del artículo 50 por otro, que presenta respecto de aquél las siguientes diferencias:



	a) En materia de incompa�tibilidades para el desempeño de la función alcaldicia, se plantea la supresión de la contemplada en el actual inciso primero, esto es, aquella relativa a los cargos directivos en partidos políticos u organizaciones de naturaleza gremial o sindical. A, decir del Mensaje, ello obedece al afán democratizador de la institucionalidad municipal, que supone la restitución a todos los ciudadanos de la plenitud de sus derechos cívicos, la rehabilitación de los roles que incumbe desempeñar a las organizaciones políticas y sociales y la participación más amplia en la generación de las autoridades a todo nivel.
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	b) Manteniendo la incompatibilidad del cargo de Alcalde con el ejercicio de cualquier otro empleo o función pública retribuido con fondos estatales, con excepción de los empleos o funciones docentes de educación básica, medio o superior, que no sean municipales, de la misma comuna o agrupación de  comunas, fija un límite a esta última situación especial de hasta doce horas semanales.



	c) Del mismo modo, en lo que respecta a aquella incompatibilidad para ejercer tal cargo que afecta a las personas naturales que, por sí o como representantes de personas jurídicas, celebren o caucionen contratos con la municipalidad o tengan litigios pendientes con ésta en calidad de demandante, se amplía dicha limitante a los representantes de personas naturales y, además, al hecho de haber celebrado o caucionado contratos con el municipio en los doce meses anteriores a la elección.



	Artículo 16.-



	Consulta con respecto al artículo 51, que contempla las causales de cesación en el cargo de los Alcaldes, las siguientes innovaciones:



	a) Respecto de su letra b), relativa a la inhabilidad o incompatibilidad sobrevinientes, sin perjuicio de adecuar su texto a la nueva normativa, exige que ellas sean declaradas por acuerdo de los dos tercios de los miembros en ejercicio del Concejo.  Se evita con ello, a decir del Mensaje, que esta facultad pueda prestarse a un manejo indebido por simple afán de censura política.



	b) Se suprime aquella causal consistente en la inhabilidad declarada por el Tribunal Electoral Regional competente, fundada en haber dado cumplimiento el alcalde a órdenes o recomendaciones de un partido político en materias atinentes al desempeño de su cargo (actual letra c).



	c) En lo que respecta a la remoción por impedimento grave o notable abandono de sus deberes, además de adecuar su texto, se requiere que ella sea acordada por los dos tercios de los miembros en ejercicio del Concejo.



	d) Suprime la actual letra e), que es aquella aplicable a los Alcaldes de designación por el Presidente de la República.



	e) En cuanto a la causal de renuncia, sin perjuicio de adecuar su texto, exige que ella sea por motivos justificados y aceptada por los dos tercios de los miembros en ejercicio del Concejo.



	f) Consulta un inciso final, por el cual se establece que la cesación en el cargo de alcalde lleva aparejada, necesariamente, la del de concejal.



	Artículo 17.-



	Esta disposición, que reemplaza al artículo 52, que trata de la subrogación del Alcalde, en caso de ausencia o impedimento, por el funcionario en ejercicio que le proceda en jerarquía dentro de la municipalidad, haciendo explusión del Juez de Policía Local, limita la operatorio de tal mecanismo automático a un plazo no superior a un mes.  En cuanto a la facultad del Alcalde de designar como subrogante a algún otro funcionario, exige la modificación que se propone que ello será posible previa consulta al Concejo.



	Agrega la nueva norma que se propone introducir que tal subrogación no comprenderá la atribución de convocar y presidir el Concejo, la que queda entregada al concejal que corresponda, conforme lo dispone la ley.



	Ahora bien, cuando la incapacidad en comentario superare un mes, se entrega al Concejo la facultad de designar de entre sus miembros un Alcalde suplente, acuerdo que habría de ser adoptado por la mayoría absoluta de los concejales presentes.



	En cuanto a la vacancia del cargo de Alcalde, se prevé una norma muy similar a la anterior, pero, en este caso, la elección debe efectuarse por la mayoría absoluta de los concejales en ejercicio y luego de haberse llenado la vacante de concejal así generada.  Además, se exige que esta elección se verifique en una sesión extraordinaria, con las modalidades que allí se especifican, precisándose que el nuevo Alcalde durará en funciones el tiempo que faltare para completar el cuadrienio de aquél que cesó en el cargo.



	Artículo 18.- 



	Esta disposición, que modifica el artículo 53 de la ley en comentario, que contiene las atribuciones que se confieren a los Alcaldes, al margen de efectuar adecuaciones formales, agrega una nueva consistente en otorgar, renovar y poner término a permisos municipales (nueva letra g).
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	Artículo 19.-



	El nuevo artículo 54 que se propone, en concordancia con lo preceptuado en el inciso final del artículo 108 del actual texto constitucional, contempla como materias respecto de las cuales el Alcalde obligatoriamente deberá consultar al Concejo, la designación de delegados y de Alcalde subrogante a un funcionario distinto al que correspondiere aplicando el orden jerárquico dentro de la municipalidad que se trate.



	Artículo 20.-



	Esta disposición, que modifica el artículo 55 de la ley en comento, que consulta aquellas materias respecto de las cuales el Alcalde requerirá el acuerdo del CODECO, también encuentra su fundamentación en la última norma constitucional precitada, y presenta, respecto del texto en actual vigencia, las siguientes modificaciones:



	1.- Adecua su encabezamiento, haciendo aplicables sus disposiciones al Concejo.



	2.- Respecto de aquella facultad relativa a la aprobación de los proyectos del plan comunal de desarrollo y del presupuesto comunal, se consulta extenderla a los programas de inversión correspondientes.



	3.- En cuanto a aquélla tendiente a “establecer” los tributos que graven actividades o bienes que tengan una clara identificación local y estén destinados a obras de desarrollo comunal, se sustituye la expresión antes destacada por “aplicar”.



	4.- Reemplaza aquella facultad consistente en otorgar concesiones municipales, renovarlas y ponerles término (actual letra j), por otra, consistente en dictar ordenanzas municipales y el reglamento que allí se señala.



	5.- Sustituye aquélla consistente en otorgar, renovar y poner término a permisos municipales (actual letra k) por la de omitir el trámite de licitación pública en los casos de imprevistos urgentes u otras circunstancias debidamente calificadas, en conformidad a la ley.



	6.- Cambia la de omitir el trámite de propuesta o licitación pública para contratar o ejecutar acciones con terceros y realizarlas o acordarlas directamente o a través de propuesta privada, en los casos que señala, por la de convocar, de propia iniciativa, a plebiscito comunal.



	7.- En el inciso final, para que el proyecto de presupuesto municipal, formulado por el alcalde y aprobado por el Concejo, pase a constituir el Presupuesto Municipal, se agrega una norma que exige que para tales efectos, será necesario la total tramitación, en forma previa, del decreto alcaldicio que lo ponga en vigor.  Ello, encuentra su justificación en el hecho de que, como se señalara en su oportunidad, tal decreto está sujeto al trámite de toma de razón.



	8.- Finalmente, se propone agregar un inciso final que obliga al Concejo, al aprobar el presupuesto, a velar porque en él se disponga su financiamiento.  Consultándose la limitante para este órgano colegiado de no poder aumentar el presupuesto de gastos presentado por el Alcalde, sino sólo su disminución o modificar la distribución de la inversión proyectada en él.



	Artículo 21.-



	Mediante él, se adecua el texto del artículo 56 en términos de que el Alcalde habrá de dar cuenta pública al Concejo Económico Social Comunal de su gestión anual, de la marcha del municipio, presentar el balance de la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera, a más tardar en el mes de abril de cada año.



	Artículo 22.-



	Por este artículo, que modifica el artículo 57, por el cual se faculta al Alcalde para designar delegados, se efectúan cambios de referencia en cuanto a que éstos deberán cumplir con los requisitos para ser concejal y no estar afectados con alguna de aquellas inhabilidades que el artículo 50, en su inciso segundo, consulta para desempeñar el cargo de Alcalde.



	Artículo 23.-



	Este artículo sustituye el Título III de la preceptiva vigente, regulando en su reemplazo la existencia del Concejo, agregando un articulado que va desde el número 58 hasta el 74.



	1.- Artículo 58.- En términos muy similares a los consultados en el artículo 108, inciso segundo, del nuevo texto constitucional, esta disposición establece la existencia de este órgano normativo, resolutivo y fiscalizador en cada municipio, encargado de hacer efectiva la participación de la comunidad local, sin perjuicio de otras facultades que la ley le entrega.



	2.- Artículo 59.- Dispone que este órgano colegiado estará compuesto por concejales elegidos por votación directa, mediante un sistema de representación proporcional, durando cuatro años en sus cargos y pudiendo ser reelegidos.  El número de concejales será variable, dependiendo del número de electores con que cuente la comuna o agrupación de comunas, respectivas.  Así, estará compuesto por seis miembros en aquellas comunas de hasta setenta mil electores; ocho, en las que superen esta cifra y hasta ciento cincuenta mil; y, finalmente, diez en las de más de ciento cincuenta mil electores.  Dicho número será determinado por el Director del Servicio Electoral, considerando, al efecto, el padrón electoral vigente siete meses antes de la elección de que se trate, mediante resolución publicada en el Diario Oficial dentro del plazo que indica.



	3.- Artículo 60.- En él se establecen los requisitos para ser elegido concejal, disposición que debe entenderse concordada con el artículo 113, inciso primero, del texto constitucional en actual vigencia.  Así, exige ser ciudadano con derecho a sufragio; tener dieciocho años de edad; saber leer y escribir; poseer residencia en la región de que se trate, a lo menos en los últimos dos años anteriores a la elección; tener su situación militar al día, y no estar afecto a alguna inhabilidad establecida en el presente ley.



	4.- Artículo 61.- Esta disposición prohibitiva, impide ser candidato a concejal a los Ministros de Estado, a los Subsecretarios, a los Secretarios Regionales Ministeriales, a los Intendentes, a los Gobernadores, a los Parlamentarios, a los miembros del Concejo del Banco Central, al Contralor General de República, a los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia, a los Jueces de Letras, a los funcionarios que ejerzan el Ministerio Pública, a los Miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales y, en general, a las personas que, por sí o en representación de otra, tengan pendientes contratos, cauciones o litigios, en calidad de demandante, con la respectiva municipalidad, al momento de la inscripción de su candidatura.



	5.- Artículo 62.- Consulta las incompatibilidades de los cargos de concejal entre sí y con los de integrante de los Consejos Regionales y de los Consejos Económicos y Sociales Provinciales y Comunales, como, igualmente, con los cargos públicos y las situaciones enunciadas en el artículo anterior.  Se agrega que, del mismo modo, lo serán con todo empleo, función o comisión que se desempeñe en el mismo municipio, a excepción de aquéllos de carácter docente, con un límite de hasta doce horas semanales.  Además, hace extensible estas incompatibilidades a aquéllos que actuaren como abogados o mandatarios en juicio contra la municipalidad correspondiente.



	6.- Artículo 63.- En consonancia con lo preceptuado del nuevo artículo 114 de la Constitución Política, esta disposición consulta las causales de cesación en el ejercicio del cargo de concejal, considerándose, en primer lugar, la renuncia aceptada por la mayoría absoluta de los concejales en ejercicio; en segundo término, la inasistencia injustificada, durante el año, a más de la mitad de las sesiones celebradas en él; luego, se consulta la inhabilidad sobreviniente por las causales que allí indica; en seguida, la pérdida de alguna de las exigencias para ser elegido concejal; y, finalmente, por incurrir en las incompatibilidades que se señalan.



	7.- Artículo 64.- Esta disposición entrega al Concejo la calificación de existencia de las cuatro últimas causales precedentemente indicadas, resolución que habrá de adoptarse por los dos tercios de los concejales en ejercicio, en sesión especialmente citada al efecto por el secretario municipal, a iniciativa del Alcalde o de un tercio de los concejales en ejercicio.



	A continuación, este artículo impide el remplazo de aquellos concejales elegidos con carácter de independientes, a menos de haber integrado listas y, por otra parte, que, en general, el concejal que ocupe una vacante, permanecerá en el cargo por el tiempo que reste para completar el respectivo cuadrienio.



	8.- Artículo 65.- Esta disposición consulta la norma general a aplicar en caso de fallecimiento o cese de funciones de algún concejal, estableciendo que tal vacante será provista por aquel compañero de lista electoral que le hubiere seguido en orden de votación.



	El inciso segundo de este artículo prevé la eventualidad de resultar inaplicable la norma precedente, encomendando al Concejo proveerla, por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, de una terna presentada por el partido político al que pertenecía quien originó la vacante al momento de su elección.



	9.- Artículo 66.- Su inciso primero contempla las funciones de este órgano colegiado, las que someramente, son las de elegir al Alcalde, cuando proceda; otorgar su acuerdo a aquél en los casos que señala esta ley; fiscalizar sus actuaciones y el cumplimiento de los planes y la ejecución del presupuesto municipal; emitir su pronunciamiento en relación a las causales de cesación en los cargos de alcalde, concejal e integrante del Concejo Económico y Social Comunal; y, finalmente, aprobar la participación de la municipalidad en asociaciones, corporaciones o fundaciones.



	Su inciso segundo obliga al Concejo a dar su asentimiento respecto de presupuestos debidamente financiados, encomendándole en forma especial al Jefe de la Unidad de Control la de advertirle acerca de los desajustes que detecte.  No obstante ello, la norma faculta al gobierno regional para intervenir en esta materia, a fin de lograr el ajuste necesario.



	El inciso final faculta al Concejo para solicitar a los distintos entes municipales los antecedentes que estime del caso para el correcto desempeño de sus funciones, como, igualmente, requerir del Alcalde o de la Contraloría General de la República la realización de las investigaciones y sumarios administrativos que considere necesarios.



	10.- Artículo 67.- Esta norma fija un plazo máximo de veinte días para que el Concejo se pronuncie respecto de aquellas materias que, de conformidad con el artículo 55, requieran su acuerdo, al término del cual, de no haberlo emitido, cobrará vigencia la proposición del Alcalde.



	11.- Artículo 68.- Esta disposición consulta normas de detalle en lo que respecta al proceso de instalación del Consejo, noventa días después de celebrada la respectiva elección.  En esta sesión constitutiva, elegirá al Alcalde, cuando ello proceda, y determinará los días y horas de sus sesiones ordinarias, disponiéndose levantar un acta de todo lo obrado, la cual habrá de remitirse al Intendente o Gobernador respectivo.



	12.- Artículo 69.- Esta norma dispone que las sesiones ordinarias se realizarán, a lo menos, una vez por semana, pudiendo ser tratadas en ellas todos aquellos tópicos de su competencia.  En cuanto a las de carácter extraordinario exige que sean convocadas por el Alcalde o, a lo menos, un tercio de los concejales en ejercicio, pudiendo tratarse en ellas solamente aquellos rubros señalados en la citación.



	Se consagra el carácter público de estas sesiones, a excepción de aquéllas en las cuales habrán de tratarse aspectos relativos al personal o a los concejales, como, igualmente, cuando la unanimidad del concejo así lo acuerde.



	13.- Artículo 70.- Esta norma prescribe que corresponderá al Alcalde presidir las sesiones y, en ausencia de éste, al concejal más votado dentro de la lista mayoritaria; de no ser ello posible, de igual forma, se verá en la lista siguiente y así, sucesivamente, correspondiéndole al secretario municipal actuar de secretario del Consejo.



	14.- Artículo 71.- Señala como quórum para sesionar y para sesionar y para adoptar acuerdos la mayoría de los concejales y la materia absoluta de los concejales asistentes, respectivamente, entregando a su presidente –al Alcalde o a quien lo subrogue- el voto dirimente para resolver los empates.



	15.- Artículo 72.- Consulta una dieta, no imponible, para los concejales, equivalente a una U.T.M., por cada sesión a que asistan, la que no podrá ser superior a cuatro U.T.M., por cada sesión a que asistan, la que no podrá ser superior a cuatro U.T.M. dentro del mes.



	16.- Artículo 73.- Sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que eventualmente afecte a los concejales, esta disposición los exceptúa de la aplicación de aquella normativa concerniente a los funcionarios municipales.



	17.- Artículo 74.- Esta disposición final del Título en análisis, otorga al Concejo la facultad de dictarse un reglamento en el cual habrá de establecerse, en lo que no se contraponga con las normas de esta ley, la preceptiva necesaria para su funcionamiento.



	Artículo 24.-



	Mediante él se introduce un nuevo Título IV a la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, por el que se crea el Consejo Económico y Social Comunal.  Cabe consignar que el texto de la reforma constitucional recientemente aprobado, en su artículo 107, inciso primero, sólo destaca su existencia, asignándole un carácter consultivo.



	El Ejecutivo, en la parte expositiva de su Mensaje destaca el rol, que califica de preponderante, que se le confiere a este órgano.  Señala que lo que se propone tiene por objeto readecuar el actual CODECO, con una generación, composición y funciones diversas a aquél, pero manteniendo, en todo caso, su carácter de órgano asesor, de participación de la comunidad y de integración corporativa.



	En cuanto a la primera de las características arriba anotadas, se diferencia entre aquellas ocasiones en que el Alcalde deberá requerir su opinión, calificándolo, en este caso, como un “órgano de consulta”, y en cuanto a aquellas materias sobre las cuales podrá expresar su parecer, a requerimiento del Alcalde o de propia iniciativa, considerándolo, esta vez, como un “órgano asesor” propiamente tal.



	Por otra parte, como se indicó, se resalta su rol en materia de integración corporativa, concibiéndolo como un “órgano de concertación”, toda vez que en su interior se debatirán diversos temas de interés local, haciendo viable, así, el logro de amplios consensos entre los distintos sectores vecinales, funcionales, empresariales y laborales, representativos de la comunidad local, en torno a aspectos específicos que posibiliten el progreso económico, social y cultural de la comuna.



	Por último y, como también se señalara, es estimado como un “órgano de participación”, por cuanto la comunidad, por su intermedio, tendrá injerencia en el gobierno local, al proponer criterios y lineamientos para la planificación en el ámbito comunal y al elevar los acuerdos que adopte a la consideración del Alcalde.



	A continuación, el Mensaje destaca las ideas centrales que inspiran el establecimiento de este Consejo.



	La primera de ellas es la de “participación a través de organizaciones”, la que explica en orden a que para participar en la gestión municipal, los diversos sectores de la sociedad han de organizarse a nivel comunal en entidades que sean realmente representativas de los intereses comunes de sus asociados.



	La segunda, que denomina “recuperación del rol protagónico de las juntas de vecinos”, resalta el papel preponderante que estas entidades deben jugar en el ámbito municipal, al considerarlas como la forma natural que tienen los vecinos para organizarse frente a la autoridad local.  En razón de ello, agrega, esta iniciativa aumenta la representatividad de tales células comunales básicas, que actualmente alcanza, en el mejor de los casos, a la cuarta parte del CODECO, elevándola al cincuenta por ciento de la integración de este Consejo Económico y Social Comunal.



	La tercera finalidad apunta a incorporar a las organizaciones de trabajadores en los mecanismos de participación comunal.



	Finalmente, la cuarta idea central está dirigida a la “generación democrática de la representación” en este Consejo, configurándose, a este respecto, un procedimiento de elección directa de los consejeros por los delegados de las organizaciones habilitadas legalmente para participar en el proceso.



	Tales postulados se encuentran recogidos entre los artículos 75 y 91 que, integrando el nuevo Título, se proponen agregar a la mencionada ley municipal; no obstante destacaremos, a continuación, en forma somera, aquellos aspectos que, estimándose de mayor relevancia, merecen un análisis más detallado.



	a) Los integrantes del Consejo Económico y Social durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos (artículo 76, inciso primero).



	b) Todas las comunas o agrupaciones de comunas no tendrán el mismo número de consejeros.  Así, serán doce para aquéllas que posean una población hasta treinta mil habitantes; dieciocho para las que superen la anterior cifra y hasta cien mil; y, por último, veinticuatro para las que rebasen esta última cantidad (artículo 76, inciso segundo).



	c) La mitad de los integrantes de cada Consejo será elegida por las Juntas de vecinos y organizaciones comunitarias funcionales, las organizaciones de actividades productivas de bienes y servicios y las entidades laborales de la comuna (artículo 77).



	d) Cada municipio deberá llevar un registro, a cargo del secretario municipal, de las mencionadas organizaciones existentes en la comuna o agrupación de comunas respectivas, que tengan derecho a participar en la elección del Consejo Económico y Social Comunal (artículos 79 y 80).



	e) Se establece un procedimiento de reclamación, ante el Tribunal Electoral Regional correspondiente respecto de la inclusión o exclusión indebida de una organización en la nómina que deberá elaborar el secretario municipal, al efecto (artículo 82).



	f) A fin de elegir a los miembros del Consejo, el aludido funcionario municipal citará a las organizaciones inscritas a asambleas separadas por estamento.  Cada organización se hará representar en ellas por un delegado, elegido por votación directa de entre sus afiliados activos.  Los representantes, a su vez, serán elegidos por votación directa y nominal de los delegados, resultando electos quienes obtengan las primeras mayorías individuales, hasta la concurrencia del número de consejeros que le corresponde elegir al respectivo estamento.  Los que obtengan las mayorías subsiguientes serán elegidos en calidad de suplentes.  Del procedimiento de votación se podrá reclamar ante el Tribunal Electoral Regional respectivo (artículo 83).



g) Los requisitos para ser miembro de este Consejo son: tener deiciocho años de edad; un año de afiliación, como mínimo, en la organización; ser chileno o extranjero con más de tres años de avecindamiento en el país, y no haber sido condenado ni encontrarse procesado por delito que merezca pena aflictiva.  Además, hace aplicables a los consejeros las inhabilidades e incompatibilidades consultadas para los integrantes de los concejos (artículo 86).



	h) Establece, en líneas generales, y con las adecuaciones del caso, similares causales de cesación en el cargo de estos consejeros que aquéllas que resultan aplicables a los miembros del Concejo, con la salvedad que se agrega la consistente en la “pérdida de la calidad de miembro de la organización que represente”, cuya calificación y resolución, acerca de su procedencia, con excepción de la de renuncia, entrega al Concejo, por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, a petición de la simple mayoría de los consejeros, también, en ejercicio (artículo 87).



	i) Como se señalara en su oportunidad, existen materias que la ley exige sean consultadas al Consejo por el Alcalde.  Estas son: la planificación del desarrollo comunal: las políticas generales para la prestación de servicios públicos municipales: los proyectos de inversión local; los proyectos sociales en las áreas de cultura, educación, salud, vivienda y equipamiento comunitario; la denominación de bienes nacionales de uso público, poblaciones, barrios y conjuntos habitacionales; y, finalmente, las medidas generales encaminadas a mejorar y preservar el medio ambiente (artículo 89, inciso primero).



	j) El Alcalde, anualmente, dará cuenta de su gestión al Consejo (artículo 89, inciso final).



	k) La directiva del Consejo está integrada por un presidente, un vicepresidente y un secretario, los que serán elegidos por los miembros del mismo (artículo 91, inciso primero).



	l) En relación a las sesiones extraordinarias, se precisa que podrán ser convocadas por el Alcalde o, a lo menos, un tercio de los miembros en ejercicio del Consejo (artículo 91, inciso segundo).



	m) El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será de la mayoría de los consejeros en ejercicio (artículo 91, inciso tercero).



	Artículo 25.-



	Mediante este artículo se agrega un nuevo Título V a la ley en referencia, relativo a las elecciones municipales, cuyas normas se contienen entre sus artículos 93 y 112, que se proponen agregar a la misma, disposiciones que se comentarán, a continuación, en sus aspectos más relevantes.



	1.- Artículo 93.- Hace aplicable a estas elecciones, en todo lo que no sea contrario a la presente ley, la normativa contenida en las leyes Orgánicas Constitucionales sobre Votaciones Populares y Escrutinios, sobre Partidos Políticos y sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.



	2.- Artículo 94.- Dispone que las candidaturas a concejales sólo podrán ser declaradas hasta las veinticuatro horas del centesimovigésimo día anterior a la fecha de la elección correspondiente.  Cada candidato deberá acompañar una declaración jurada que acredite el cumplimiento de los requisitos y no estar afecto a alguna de las incompatibilidades contempladas en los artículos 60 y 61 para los concejales.



	3.- Artículo 95.- En estas elecciones, dos o más partidos políticos e independientes, en su caso, que formen parte de un pacto electoral, podrán acordar una federación, la que regirá para aquellas regiones del país en que uno o más de los partidos políticos integrantes de la misma se encuentren legalmente constituidos.



	4.- Artículo 96.- Hace obligatoria la formalización, en un solo acto, de las declaraciones de candidaturas a concejales que presenten los partidos políticos o los pactos electorales y las eventuales federaciones que se acuerden, pudiendo incluir tales declaraciones igual número de candidatos como concejales corresponda elegir.



	5.- Artículo 97.- Esta norma contiene la forma de individualización de las federaciones, de cada uno de los partidos políticos suscriptores de ellas; indicándose, luego, los nombres completos de los candidatos afiliados al respectivo partido.  En cuanto a los independientes incorporados a un pacto o federación, junto a su nombre se expresará tal calidad.



	6.- Artículo 98.- En cuanto a las declaraciones de candidaturas independientes, se exige que sean patrocinadas por un número no inferior al 0.5% de los electores que hubieren sufragado en la votación popular más reciente dentro del territorio respectivo, limitando a un 5%, dentro del porcentaje anterior, el eventual patrocinio de afiliados a partidos políticos.  Por otra parte, se encomienda al Director del Servicio Electoral la determinación del número mínimo necesario de patrocinantes, resolución que se publicará en el Diario Oficial con siete meses de anticipación, a lo menos, a la fecha en que deba realizarse la elección.



	7.- Artículo 99.- Siempre en materia de candidaturas independientes, esta disposición señala que deberá suscribirse su patrocinio ante un notario público o el oficial del Registro Civil competente, en su caso, por ciudadanos inscritos en los Registros Electorales.



	8.- Artículo 100.- Esta norma faculta al Director Regional del Servicio Electoral para aceptar o rechazar aquellas candidaturas que hubieren sido declaradas, mediante resolución que se publicará en un diario de los de mayor circulación en la región, la que será reclamable ante el Tribunal Regional Electoral respectivo, todo ello dentro de los plazos que en ella se consultan.



	9.- Artículo 101.- Las candidaturas definitivas serán inscritas por el Director Regional del Servicio Electoral en un registro que llevará a este efecto.



	10.- Artículo 102.- Consulta la remisión, por parte del presidente del colegio escrutor, al Tribunal Electoral Regional y al Director Regional del Servicio Electoral, por intermedio de Correos, del sobre especificado en la ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios (artículo 90), dentro de las dos horas siguientes al momento en que lo reciba.



	11.- Artículo 103.- Encomienda a los Tribunales Electorales Regionales la realización del escrutinio general y la calificación de las elecciones municipales.



	12.- Artículo 105.- En la determinación de los votos obtenidos por cada lista se sumarán aquéllos emitidos a favor de cada uno de los candidatos de la misma.



	13.- Artículo 106.- Para establecer el cuociente electoral, los votos de lista se decidirán sucesivamente por uno, dos, tres, cuatro, etc., hasta formar tantos cuocientes por cada lista como concejales corresponda elegir.  Estos se ubicarán en orden normal y decreciente, hasta copar con ellos el número de cargos por elegir.  El que ocupe el último de estos lugares será el cuociente electoral y permitirá determinar cuántos son los elegidos en cada lista, mediante la división del total de votos de la misma por dicho cuociente.



	14.- Artículos 107, 108 y 109.- Estas disposiciones contienen normas de detalle acerca de los procedimientos a aplicar para determinar los candidatos elegidos dentro de cada lista; respecto de una lista en que se hayan establecido federaciones entre partidos; y, finalmente, dentro de cada federación, respectivamente, las que no requieren de mayor análisis, atendido su tenor obvio y claro.



	15.- Artículo 110.- Precisa que las postulaciones o candidaturas independientes tendrán el tratamiento propio de una lista; pero que, sin embargo, para los efectos de formar parte de pactos o federaciones con partidos políticos, tendrán el tratamiento propio de éstos.



	16.- Artículo 111.- Establece que será proclamado alcalde el candidato a concejal que, habiendo obtenido individualmente el mayor número de preferencias, cuente a lo menos con el treinta y cinco por ciento de los votos válidamente emitidos y siempre que integre la lista más votada.  De no darse esta situación, el Consejo elegirá al Alcalde de entre sus miembros, en votación que se efectuará en su primera sesión y por la mayoría absoluta de los concejales elegidos.  En caso de no obtenerse dicha mayoría, repetirá la votación entre los dos concejales que hayan obtenido las más altas mayorías.  De producirse un empate en esta segunda votación, el cargo de Alcalde se ejercerá por cada uno de los concejales empatados, en dos subperíodos de igual duración, estableciéndose la limitante que dicho cargo sólo podrá ser ejercido en cada subperíodo por el mismo concejal.



	Por último, se prescribe que el cargo de Alcalde será irrevocable, a menos de incurrir en alguna de las causales de cesación establecidas en el artículo 51 de esta ley, ya analizado.



	17.- Artículo 112.- Consulta la remisión por parte del Tribunal Electoral Regional de una copia autorizada de su falloi y del acta complementaria de proclamación relativos a sus respectivas comunas al Ministro del Interior, al Director del Servicio Electoral, a los gobernadores provinciales y a los secretarios municipales, en lo pertinente, comunicando, al mismo tiempo, su proclamación a cada uno de los candidatos elegidos.



	

	Artículo 26.-



	Esta disposición introduce  al actual Título IV –que pasa a ser Vi- de la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, y que trata de los plebiscitos comunales, una serie de modificaciones, concordantes con lo preceptuado en la segunda parte del inciso tercero del artículo 107 del nuevo texto constitucional.  Estas son las siguientes:



	1.- En el artículo 82, que pasa a ser 113, se obliga al Alcalde a someter a plebiscito aquellas materias relativas a inversiones de desarrollo comunal que absorban más del cinco por ciento del presupuesto de inversión del municipio en el año correspondiente, a concesiones municipales y a los proyectos de modificación del plan regulador de la comuna, quien lo podrá convocar de propia iniciativa y con acuerdo del Concejo o a solicitud de los ciudadanos inscritos en los registros electorales respectivos.



	2.- El artículo 83, que pasa a ser 114, preceptúa que para efectos que los ciudadanos señalados en el artículo anterior puedan requerir la realización de un plebiscito, se precisará, a lo menos, la firma del veinte por ciento de aquéllos inscritos al 31 de diciembre del año anterior, autorizada ante notario público u oficial del registro civil.



	3.- El artículo 84, que pasa a ser 115, prescribe que el decreto alcaldicio convocatorio del plebiscito habrá de publicarse en el Diario Oficial y en un período de los de mayor circulación en la comuna, además de por avisos fijados en la sede comunal y en otros lugares públicos.  Sin perjuicio de que el aludido decreto deberá contener las materias sometidas a plebiscito indicará, además, la fecha de su realización, la que no podrá ser anterior a sesenta ni posterior a noventa días a aquélla en que fue publicado en el Diario Oficial.



	Se estatuye, en forma expresa, que el resultado del plebiscito será obligatorio.



	Se establece, finalmente en este artículo, que las inscripciones electorales se suspenderán al día siguiente de la publicación en el Diario Oficial de la convocatoria a plebiscito y se reabrirán desde el primer día hábil del mes subsiguiente a la fecha en que el Tribunal Calificador de Elecciones comunique al Director del Servicio Electoral el término del proceso de calificación.



	4.- El artículo 85, que pasa a ser 116, prohíbe la celebración de más de dos plebiscitos en una misma región dentro de un mismo mes.  Se faculta, además, al Director del Servicio Electoral para acordar con los alcaldes correspondientes el programa de plebiscitos, a fin de que exista una diferencia de, a lo menos, treinta días entre ellos.



	5.- En el artículo 86, que pasa a ser 117, y que prohíbe la convocatoria a plebiscito dentro de los seis meses anteriores a una elección de Parlamentarios o de Presidente de la República, se amplía a doce meses este plazo.



	6.- En el artículo 87, que pasa a ser 118, que hace de cargo de la municipalidad correspondiente el costo de los plebiscitos comunales, encomendándole, además, la confección de las cédulas y distribución de los útiles, sin perjuicio de efectuar una adecuación de carácter formal, le suprime aquellas obligaciones adicionales señaladas en último término.



	7.- En el artículo 88, que pasa a ser 119, mediante el cual hace aplicable a la realización del plebiscito, en lo pertinente, la normativa establecida en la ley N° 18.700, se agrega una disposición que prohíbe la designación de apoderados en estos actos comunales.



	Artículo 27.-



	Mediante este artículo se agrega un nuevo Título VII a la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, relativo a las corporaciones, fundaciones y asociaciones municipales.  Esta normativa encuentra su respaldo constitucional en el nuevo artículo 107, inciso cuarto, de la Carta Fundamental.  Las materias que aborda se encuentran contenidas en diez artículos, que van desde el 120 al 129, ambos inclusive.



	Artículos 120 y 121.- Posibilitan que una o más municipalidades constituyan o participen en corporaciones o fundaciones de derecho privado, cuyo propósito sea la promoción y difusión del arte y la cultura, y que no persigan fines de lucro.  Estas podrán formarse con una o más de las citadas personas jurídicas o con otras entidades del sector público.  La última de las disposiciones en análisis exige que tales actos sean aprobados por el Concejo.



	Artículo 122.- Limita a cinco la cantidad máxima de directores con que podrán contar las referidas corporaciones y fundaciones, los que tendrán siempre el carácter de concejal.



	Esta norma se encarga de especificar que dentro de la expresión “fines artísticos y culturales” a los que circunscribe este Título el quehacer de las municipalidades en esta materia, en caso alguno podrá entenderse que comprende la administración y operación de establecimientos educacionales o de atención de menores.



	Artículo 123.-. Faculta a los municipios para otorgar aportes y subvenciones a las corporaciones y fundaciones de que formen parte, no resultándoles aplicable, en este caso, la limitante del 7% del presupuesto municipal.  No obstante, se les prohíbe, en forma expresa, caucionar obligaciones contraídas por estas entidades.



	Artículo 124.- Obliga a estas corporaciones y fundaciones de participación municipal a rendir cuenta documentada a la respectiva municipalidad, en forma semestral, en lo que respecta a las labores realizadas y al uso de sus recursos, sin perjuicio del rol que, en cuanto a este último aspecto, la ley entrega al Concejo.



	Por otra parte, esta norma fija un tope máximo, ascendente al 30% de sus ingresos, que estos entes pueden destinar a gastos en materias de personal y administración.



	Artículo 125.- Hace aplicable a quienes presten servicios en las corporaciones y fundaciones de participación municipal la normativa laboral y previsional del sector privado.



	Artículo 126.-  Somete a la fiscalización de la Contraloría General de la República a las entidades en referencia.



	Artículo 127.- Permite la asociación de dos o más municipios con el fin de lograr la solución de problemas comunes u optimizar la utilización de los recursos.  A continuación, esta norma señala los propósitos que podrán perseguirse a través de este procedimiento asociativo, los que son: la atención de servicios comunes; la realización de obras de desarrollo local; el establecimiento de órganos o dependencias comunes, con excepción de aquéllos que allí indica; la ejecución de programas conjuntos; la capacitación y el perfeccionamiento del personal municipal; y, finalmente, la coordinación con organismos nacionales e internacionales, con el objeto de mejorar el régimen municipal.



	Artículo 128.- Esta disposición establece las menciones que, necesariamente, deberán ser consultadas en los convenios que celebren los municipios en la creación de este tipo de asociaciones.  Ellas son: las obligaciones que expresamente contrae cada uno de los asociados; los recursos financieros y materiales que cada municipalidad aportará al efecto; el personal que se dispondrá para estos propósitos; y, finalmente, la especificación de la municipalidad que asumirá la administración y dirección de los servicios que se presten u obras que se ejecuten.



	Por otra parte, esta disposición hace necesario el acuerdo de los Concejos respectivos como requisito previo a la celebración de los convenios en referencia.



	Artículo 129.- Dispone que los recursos necesarios para el funcionamiento de estas asociaciones habrán de consultarse en los correspondientes presupuestos municipales.



	Por último, se exceptúa de la limitación de tiempo genérica aplicable a las comisiones de servicios, a aquellos funcionarios municipales que pasen a desempeñarse en estas nuevas entidades.



	Artículo 28.-



	Esta norma adecua la numeración de aquellos artículos que integran el Título final de la ley Orgánica Constitucional en análisis.

	Disposiciones transitorias.-





	a) La primera de ellas dispone la convocatoria a elecciones de concejales, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, por parte del Presidente de la República; estableciendo, al mismo tiempo, que, a contar del trigésimo día siguiente a la publicación de aquélla, se suspenderá la inscripción en los registros electorales.



	b) La segunda obliga a los secretarios municipales, dentro del mismo plazo aludido en primer lugar en la disposición anterior, a abrir los registros destinados a la inscripción de las organizaciones que participarán en las elecciones de los miembros de los Concejos Económicos y Sociales respectivos, manteniéndose, así, durante sesenta días.



	Para este primera constitución de los consejos determina que no será aplicable a tales organizaciones el requisito de antigüedad exigida en la normativa permanente.



	c) La tercera señala como plazo de instalación para los primeros consejos económicos y sociales comunales los treinta días siguientes a aquél en que asuman los Concejos.



	d) La cuarta hace aplicable el censo realizado en 1982 para determinar el número de miembros de los Consejos y, en el evento de no poder aplicar éste, se encomienda al Instituto Nacional de Estadísticas evacuar un informe sobre el particular.



	e) La quinta faculta al Presidente de la República para incorporar en las plantas de aquellos municipios respecto de los cuales la normativa permanente exige el establecimiento de un administrador municipal, para que, dentro de un año de la publicación de esta ley, lo establezca mediante decreto con fuerza de ley.  En cuanto a las comunas que no se encuentren en la situación anotada, se posibilita que el alcalde requiera del Presidente de la República la modificación de la planta correspondiente, haciéndose aplicable, en este caso, el mismo tratamiento anterior.



	f) La sexta no se comenta por su carácter obvio y sencillo.



	g) La séptima hace aplicable a las próximas elecciones de concejales el padrón electoral vigente al 31 de agosto del presente año, tanto en lo que respecta a la cantidad de éstos a elegir por cada territorio, como al mínimo de ciudadanos patrocinantes de candidaturas independientes, debiendo publicarse en el Diario Oficial la resolución respectiva.



	h) La octava hace obligatoria la renuncia con anterioridad a la declaración de las respectivas candidaturas de los actuales Alcaldes y miembros de los CODECOS que quieran postular en esta elección.



	i) La novena determina el día y hora máximos para la declaración de las candidaturas a concejales.



	j) La décima también señala un plazo dentro del cual el Director del Servicio Electoral debe aceptar o rechazar las candidaturas que hubieren sido declaradas, como, del mismo modo, otro dentro del cual se podrá reclamar de esta resolución ante el Tribunal Electoral Regional correspondiente; estándose, en lo que respecta a la inscripción definitiva de las candidaturas, a la preceptiva permanente de esta ley.



	Finalmente, en lo que a esta materia respecta, determina una época especial para la realización del sorteo que determinará la ubicación de los candidatos en las listas correspondientes.



	k) La undécima mantiene en el desempeño de sus actuales funciones a los CODECOS, en tanto no entren a operar los Concejos.



	l) La duodécima preceptúa que los actuales Alcaldes como, igualmente, quienes los reemplacen, y los miembros de los CODECOS, dejarán de prestar sus funciones al asumir los alcaldes y concejales elegidos de acuerdo a la ley cuya modificación se plantea.



	m) La decimotercera hace aplicable a los Concejos todas aquellas normas contenidas en otras leyes y que se refieran a funciones, atribuciones y deberes de los CODECOS.



	n) La decimocuarta faculta al Presidente de la República para fijar el texto refundido de la Ley Orgánica en referencia, dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la ley en proyecto.



III.- DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO.



	A.- Discusión general.



	Cabe consignar que vuestra Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social, en líneas generales, compartió los puntos de vista sustentados por el Ejecutivo al fundamentar la iniciativa en informe, procediendo, por unanimidad, a prestar su aprobación a la idea de legislar sobre la materia.



	B.- Discusión particular.



	Durante el estudio pormenorizado del proyecto, vuestra Comisión adoptó, respecto de su articulado, los acuerdos siguientes:



	Artículo 1°.-



	Esta disposición, que propone el reemplazo del artículo 1° de la ley Orgánica Constitucional en comento, adecuando la definición de municipalidades al nuevo texto constitucional, según se vio, fue aprobada por asentimiento unánime y en idénticos términos a aquéllos consignados en el Mensaje.



	Artículo 2°.-



	Esta norma, que sustituye el artículo 2° de la ley en referencia, a fin de conciliar su contenido con la reciente reforma constitucional, repitiendo, en similares términos, el inciso primero del artículo 107 de la Carta Fundamental, fue aprobado por unanimidad, con una abstención.



	Artículo 3°.-



	Este precepto, que propone introducir cinco modificaciones al artículo 5° de la ley en comentario, que consigna las atribuciones esenciales de que dispondrán los municipios para cumplir sus funciones, fue aprobado por asentimiento unánime.



	Artículo 4°.-



	Esta disposición, que reemplaza el artículo 6° de la ley de municipalidades, fue objeto del siguiente tratamiento:



	a) Su inciso primero, relativo a las facultades de los municipios de celebrar convenios con órganos de la Administración del Estado y participar en corporaciones de derecho público, fue objeto de una indicación sustitutiva, aprobada por simple mayoría, copatrocinada por los señores Aguiló, señora Caraball, Elgueta, Hamuy, Montes y Ortega, mediante la cual, se reafirma el carácter independiente que posee la municipalidad, tanto en el ámbito de lo que son sus atribuciones como en el de su acción, el cual no podrá ser afectado por aquéllos.



	b) Su inciso segundo, relativo a la celebración, por parte de los municipios, de contratos relativos a la ejecución de acciones determinadas, fue aprobado por mayoría de votos, en los mismos términos propuestos.



	c) Su inciso tercero, atingente al otorgamiento de concesiones, fue aprobado por igual quórum de votación, sin sufrir modificaciones.



	d) Sus incisos cuarto, quinto y sexto, que aluden al mecanismo a aplicar para el caso de celebración de contratos y otorgamiento de concesiones, fueron objeto de una indicación sustitutiva, aprobada por simple mayoría y una abstención, suscrita por los señores Bombal, Cantero, Elizalde, Leay, Longton, Morales, Sotomayor y Ulloa, mediante la cual se hace obligatoria la licitación pública en estas actuaciones, cualquiera sea se monto, posibilitando que el Concejo, eventualmente, pueda autorizar al Alcalde, por la mayoría absoluta de sus miembros presentes, para reemplazar dicho trámite previo por el de propuesta privada.



	Artículo 5°.-



	Este artículo, que propone agregar un nuevo párrafo tercero al Título I de la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, relativo al financiamiento y patrimonio municipal, que consta de dos artículos, fue motivo del siguiente tratamiento por parte de la Comisión:



	a) Se presentó una indicación, patrocinada por los señores Bombal, Cantero, Leay, Morales, Sotomayor y Ulloa, aprobada por asentimiento unánime, por la cual se invirtió el orden de precedencia de ambos artículos.



	b) El artículo 11 propuesto por el Mensaje (actual 10 bis), referido a los recursos que conforman el patrimonio municipal, fue aprobado por unanimidad, en los mismos términos.



	c) El artículo 10 bis (actual 11), que contempla el Fondo Común Municipal y los elementos que lo componen, fue objeto de una indicación sustitutiva de su inciso final, suscrita por los señores Longton, Morales y Ulloa, que sujeta a los criterios y normas contenidos en la ley de Rentas Municipales la distribución del mismo.



	Sometido a votación separada, los incisos primero y segundo, fueron aprobados por simple mayoría y dos abstenciones.  En lo que respecta al inciso final, su texto sustitutivo fue aprobado por asentimiento.



	Artículo 6°.-



	Esta disposición que introduce dos modificaciones al artículo 12 de la ley N° 18.695, la primera tendiente a efectuar una adecuación meramente formal, y la segunda que propone introducir una norma que posibilita la existencia en los municipios de un administrador municipal, fue objeto de la siguiente votación, sin introducirse modificaciones al texto propuesto por el Mensaje: su letra a) fue aprobada por asentimiento unánime, su letra b) lo fue por simple mayoría y una abstención.



	Artículo 7°.-



	Esta disposición, que propone modificar el artículo 16, en el cual se consignan las funciones principales de la secretaría municipal, reemplazando la primera de ellas, en cuanto a dirigir las actividades de secretaría administrativa del Alcalde y del Concejo, fue aprobada por unanimidad, en iguales términos.



	Artículos 8°, 9° y 11.-



	Estas normas, que consultan adecuaciones a los artículos 17, 18, 28, 42 y 46 de la ley en vigor, fueron aprobadas por unanimidad.



	Artículo 10.-



	Esta disposición, que propone introducir un artículo 24 bis en la ley municipal en referencia, por el cual se regula la existencia y funciones del administrador municipal, fue motivo del siguiente tratamiento por parte de la Comisión:



	a) Su inciso primero, que hace obligatoria su existencia en aquellas comunas con una población superior a los cien mil habitante, haciéndola facultativa, con las modalidades que indica, para las que tengan una población inferior a la señalada, fue objeto de una indicación sustitutiva, copatrocinada por los señores Aguiló y Leay, aprobada por simple mayoría y una abstención, que uniforma la eventual existencia de tal cargo, a una decisión propia de cada municipalidad, adoptada en la forma que allí se menciona.



	b) En su inciso segundo, que establece la forma de designación del administrador municipal, su dependencia, sus exigencias académicas y la imposibilidad de acceder a este cargo por ascenso, se presentó una indicación sustitutiva, aprobada por simple mayoría y dos abstenciones, copatrocinada por la señora Caraball y el señor Leay, que establece la provisión de este cargo por concurso público y, además, puntualiza que el título profesional exigido para desempeñarlo ha de ser acorde con la función que se le encomienda, manteniéndose, en lo demás, sin variaciones la norma original.



	c) A su inciso tercero, que preceptúa que el administrador municipal podrá ser solamente removido por el Alcalde, con el acuerdo del Concejo o por los dos tercios de los miembros en ejercicio de este último, se presentó una indicación por parte del señor Leay, de índole sustitutiva, aprobada por simple mayoría y dos abstenciones, que indica que la remoción del administrador sólo corresponderá al Concejo, mediante resolución adoptada por los dos tercios de los miembros en ejercicio.



	d) Su inciso cuarto, que consulta las funciones que corresponderá desempeñar al administrador municipal, fue aprobado por simple mayoría y 



	e) Su inciso final, que entrega al alcalde la facultad de regular el ejercicio de las funciones del administrador municipal con acuerdo del Concejo, fue aprobado por igual quórum de votación, en idénticos términos a los propuestos.



	Artículo 12.-



	Este precepto, que consultaba agregar una norma al artículo 44, tendiente a someter al trámite de toma de razón al decreto alcaldicio destinado a poner en vigencia el presupuesto municipal, fue objeto de sendas indicaciones, de similar contenido, aprobadas por unanimidad y dos abstenciones, la primera de ellas patrocinada por la señora Caraball y los señores Elgueta, Montes y Peña; y la segunda, por los señores Cantero, Leay, Longton, Morales, Sotomayor y Ulloa, que lo suprimió.



	El texto aprobado por la Comisión que lleva este número, tiene su origen en una indicación presentada por el Ejecutivo, tendiente a introducir modificaciones al artículo 35 y un nuevo artículo 38 a la ley Orgánica en referencia.  En cuanto a la primera de las disposiciones nombradas que, luego de preceptuar la estabilidad en el empleo de que gozará el personal municipal, señala las causales de ordinaria aplicación de cesación en un cargo, se propone introducir una modificación destinada a consignar una nueva causal de cesación respecto de aquéllos que se encuentren en la situación prevista en el artículo 38 de la misma ley.



	El texto que se propone como artículo 38, que, en su inciso primero, contiene aquellos cargos que asigna la calidad de “exclusiva confianza” y, que de acuerdo que serán designados y removidos por el Alcalde, a excepción del de secretario municipal, respecto de quien se consultan modalidades especiales para su nombramiento y remoción, fue motivo del siguiente tratamiento:



	a) A su inciso primero se presentó una indicación aditiva, por parte de la señora Caraball, que consulta, además, como cargo de exclusiva confianza al de asesor urbano.



	Sometido a votación el inciso con la señalada indicación, fue aprobado por simple mayoría.



	b) A iniciativa, también de la señora Caraball, fue introducido, por igual quórum de votación, un nuevo inciso segundo, que dispone la provisión de los cargos de director de obras y de secretario comunal de planificación y coordinación por concurso público, como, igualmente, que su remoción sólo podrá llevarse a cabo por acuerdo del Concejo, a propuesta del Alcalde.



	c) Su inciso segundo (actual tercero), también fue aprobado por simple mayoría, en los mismos términos propuestos por el Ejecutivo.



	Artículo 13.-



	Este artículo, que propone sustituir el actual texto del artículo 48, estableciendo la forma de elegir al Alcalde y su duración en el cargo, fue aprobado por asentimiento unánime.



	Artículo 14.-



	XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX	

za el artículo 49 y que determina la época en que el Alcalde habrá de asumir su cargo, condicionándolo a la instalación del Concejo, fue objeto de una indicación sustitutiva, aprobada por unanimidad, suscrita por los señores Cantero, Leay, Morales, Sotomayor y Ulloa, por la cual se suprimió tal modalidad.



	Artículo 15.-



	En éste, que se consultan las incompatibilidades para desempeñarse como Alcalde y que propone reemplazar el artículo 50, de la manera que se analizara en su oportunidad, la Comisión, por unanimidad, acordó aprobar su inciso primero en los mismos términos propuestos en el Mensaje.  No obstante, en lo que respecta a su inciso segundo, fue aprobada, por igual quórum de votación, una indicación sustitutiva, patrocinada por los señores Cantero, Bombal, Leay, Longton, Sotomayor y Ulloa que, en líneas generales, hace operable la causal que allí se establece en la medida que exista a la fecha de la inscripción de la respectiva candidatura.



	Artículo 16.-



	Esta disposición, que introduce una serie de modificaciones al artículo 51 de la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, que enumera las situaciones por las cuales un Alcalde dejará de desempeñar sus funciones, fue objeto de una indicación aditiva por parte de la señora Caraball y los señores Elgueta y Elizalde, aprobada por unanimidad, del mismo modo que el texto originalmente propuesto por el Ejecutivo, mediante un agregado al inciso final que se propone, en el cual se precisa que la provisión de cargo allí consignada no resulta aplicable al evento de producirse un embate en la segunda votación efectuada por el Concejo entre los dos concejales que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas, en este caso, quien haya hecho uso del primer subperíodo en calidad de Alcalde, no cesará en su condición de concejal, al finalizar éste.



	Artículo 17.-



	Este, que reemplaza al artículo 52 y que señala normas de subrogación del Alcalde, según se viera en su momento, fue aprobado por asentimiento unánime, sin modificación alguna.



	Artículo 18.-



	Este artículo que, como se señaló en su oportunidad, introduce una serie de modificaciones al artículo 53, en el cual se consultan las atribuciones que poseen los Alcaldes, fue objeto de una indicación presentada por el Ejecutivo, tendiente a otorgarles una nueva facultad, cual es la de nombrar y remover a su voluntad a los funcionarios de exclusiva confianza; puntualizando, a la vez, que para el resto del personal municipal, en estos aspectos, les resultará aplicable la normativa estatutaria propia que los rige.



	En el seno de la Comisión, al indicado texto propuesto por el Ejecutivo, fue presentada una indicación por parte del señor Elizalde, que tiende a adecuar su redacción a lo ya aprobado como artículo 12, esto es, sometiendo tales decisiones alcaldicias a lo señalado en el nuevo artículo 38.



		Sometido a votación el artículo, con la indicación del Ejecutivo adecuada en la forma antes referida, fue aprobado por simple mayoría.



	Artículo 19.-



	Este precepto, que reemplaza al artículo 54 y que señala las oportunidades en que el concejo necesariamente habrá de ser consultado por el Alcalde, fue aprobado por igual quórum de votación, en idéntica forma a la propuesta.



	Artículo 20.-



	Esta norma, que consulta modificaciones al artículo 55, relativo a las actuaciones en las que el Alcalde precisará el acuerdo del Concejo, fue objeto de las siguientes indicaciones aprobadas por asentimiento unánime:



	1) En su letra e), que propone sustituir el texto de la actual letra k), se presentó una indicación suscrita por los señores Cantero, Leay, Longton y Morales, por la cual se remite la omisión del trámite de licitación pública a lo consignado en el artículo 6° de la ley Orgánica, sin consideración a la existencia de imprevistos urgentes u otras circunstancias debidamente calificadas.  Además, de someter al acuerdo del Concejo la aprobación de los contratos respectivos.



	2) En lo que respecta a su letra g), que condiciona la entrada en vigencia del presupuesto municipal a la total tramitación del decreto alcaldicio respectivo, cabe hacer presente que fue objeto de una indicación,  patrocinada por el señor Leay, que la suprimió.  Para ello debe recordarse que la Comisión, por igual quórum de votación, aprobó la eliminación del artículo 12 del proyecto, que sometía a trámite de toma de razón al aludido decreto.



	3) A su letra h), que agrega un inciso final al articulo en referencia de la ley sobre municipalidades, por el cual, junto con establecer la obligación del Concejo en relación al presupuesto municipal, en lo relativo a que se consideren en él recursos suficientes para solventar los gastos allí previstos, se señala la imposibilidad de éste de aumentarlo, pudiendo sólo disminuirlo y de alterar la distribución de la inversión consultada en él, mediante una indicación, el Ejecutivo introdujo una norma destinada a precisar que lo antes anotado no resultará aplicable a los gastos que estén establecidos por una ley de carácter permanente.



	Cabe consignar que, por igual quórum de votación, fue aprobado el texto del artículo no afectado por las indicaciones en comento.



	Artículos 21 y 22.-



	Ambos, que contienen adecuaciones de carácter formal a los artículos 56 y 57 de la ley municipal, fueron aprobados por unanimidad, sin variaciones.



	Artículo 23.-



	Esta norma que, como se señalara en el capítulo anterior de este informe, introduce un nuevo Título III a la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, que trata del Concejo, fue objeto del siguiente tratamiento por parte de la Comisión:



	1) Los artículos 58 y 59, que señalan la existencia de este organismo colegiado en cada municipio, sus funciones generales y su composición, fueron aprobados por unanimidad, sin alteración alguna.



	2) El artículo 60, que consigna los requisitos para ser elegido concejal, fue objeto de una indicación, aprobada por unanimidad, copatrocinada por los señores Cantero y Elgueta, que suprimió aquél consistente en “tener 18 años de edad a la fecha de la elección”, por estimar que se encontraba comprendido en la letra a) del mismo; aprobándose, por igual quórum de votación, el resto del texto original.



	3) El artículo 61, que señala los impedimentos para ser candidato a concejal, fue objeto de sendas indicaciones sustitutivas de sus tres letras.



	a) A esta letra se incorporan, por indicación suscrita por los señores Bombal, Cantero, Leay, Longton y Morales, y aprobada por simple mayoría, los cargos de directores regionales de servicios de la exclusiva confianza del Presidente de la República, los contralores regionales y todos aquellos funcionarios de la exclusiva confianza del Primer Mandatario y de la autoridad facultada para hacer el nombramiento.





	B) Esta es complementada por una indicación suscrita por el señor Elgueta, aprobada por unanimidad y cinco abstenciones, en términos de hacerla extensiva al personal que preste funciones en los tribunales que allí se indican, como, asimismo, a los miembros de las Fuerzas Armadas, de Carabineros e Investigaciones.



	c) Esta letra, fue objeto de una indicación sustitutiva, aprobada por asentimiento unánime, presentada por los señores Cantero, Leay y Longton, destinada a precisar que la relación contractual que en ella se consigna, debe entenderse referida a aquélla que se contiene en el artículo 31 de la ley municipal, esto es, la que genera obligaciones con el municipio por una suma no superior a dos U.T.M.



	4) En el artículo 62, que indica las incompatibilidades para desempeñar el cargo de concejal, en su inciso primero se introdujo una indicación suscrita por los señores Aguiló, Cantero, señora Caraball, Elgueta y Morales, que limita la causal relativa a “todo empleo función o comisión que se desempeñe en la misma municipalidad” al exceptuar de ella a los empleos desempeñados en las áreas de educación, salud y servicios municipalizados, como, asimismo, al eliminar el nivel máximo de doce horas semanales que consultaba el Mensaje respecto de los “empleos docentes”.



	Este artículo, con la indicación en referencia, fue aprobado por unanimidad.



	5) El artículo 63, atingente a las causales que puedan afectar a un concejal y que lo hagan cesar en sus funciones, fue motivo de una indicación sustitutiva, suscrita por los señores Aguiló y Leay, que modifica las exigencias para que la renuncia, de que trata la letra a), produzca efectos, en términos de que debe estar basada en motivos justificados y ser aceptada por el Concejo.



	Sometido a votación este artículo, con la aludida indicación, fue aprobado por asentimiento unánime.



	6) El artículo 64, que confiere al Concejo la facultad de calificar la existencia de las causales de cesación en el cargo de concejal, fue objeto de sendas indicaciones, la primera de ellas, suscrita por los señores Aguiló, Cantero y Leay, y la segunda, por el primero de los señores Diputados antes nombrados, mediante las cuales se adecua la redacción de esta norma, con la modificación introducida en la letra a) del artículo anterior.  Sometido a votación el artículo, con ambas indicaciones, fue aprobado por asentimiento unánime.



	7) El artículo 65, que prevé la provisión de la vacante habida con motivo del fallecimiento o cesación de funciones de algún concejal, fue objeto de una indicación sustitutiva, aprobada por mayoría de votos y una abstención, copatrocinada por los señores Bombal y Leay, tendiente a reemplazar el inciso tercero de esta disposición, que trata de los concejales elegidos como independientes.  Al efecto, esta indicación mantiene la prohibición de ser reemplazados, a menos de que hubieren postulado integrando listas; pero, respecto de esta última situación, acota que le resultará aplicable lo dispuesto en el inciso primero, esto es, que dicha vacante se proveerá con el candidato a concejal que, habiendo integrado la misma lista electoral, hubiera resultado electo de haberle correspondido a dicha lista un nuevo cargo.



	Por otra parte, la señora Caraball y el señor Elgueta, presentaron una indicación, aprobada por unanimidad, por la cual se establece una norma que prohíbe la realización de elecciones complementarias, con motivo de la aplicación de las disposiciones antes referidas.



	Cabe destacar que el resto de los preceptos del artículo en mención, no afectado pro las aludidas indicaciones, fue aprobado por asentimiento unánime.



	8) El artículo 66 que, en su inciso primero, contiene una enumeración de las funciones que corresponderá al Concejo desempeñar, fue objeto de una indicación aditiva a su inciso primero, suscrita por los señores Aguiló, señora Caraball, Leay y Montes, tendiente a incorporar dentro de aquéllas la de recomendar al Alcalde preferencias en la formulación y ejecución de proyectos y medidas específicas de desarrollo.  De igual modo, fue presentada una indicación, suscrita por el señor Ortega, por la que se otorga al concejo la atribución de poder citar o solicitar antecedentes a los organismos y funcionarios de la municipalidad para ilustrar sus resoluciones, en aquellas materias que le son propias.



	Este inciso, con las indicaciones precitadas, fue aprobado por unanimidad.



	En lo que respecta al inciso segundo propuesto en el Mensaje, fue motivo de una indicación del propio Ejecutivo, aprobada por igual quórum de votación, mediante la cual se suprimió.



	Por último, la Comisión rechazó, también por asentimiento unánime, el inciso tercero consultado en esta norma, por estimar que su contenido se encontraba incorporado ya en las modificaciones introducidas en su inciso primero.



	9) El artículo 67 (nuevo), fue incorporado al proyecto en informe al acoger la Comisión, por unanimidad, una indicación del Ejecutivo que, recogiendo los lineamientos generales contenidos, sobre esta materia, en el Mensaje –inciso segundo derogado del artículo anterior-, apunta a consultar una norma tendiente a precisar que es imperativo para el Concejo aprobar presupuestos que cuenten con el debido respaldo financiero, entregándole, específicamente, al jefe de la unidad de control la obligación de hacer presente al referido organismo colegiado aquéllos desajustes que detecte.  Por otra parte, es deber para el concejo de practicar, trimestralmente, un examen del programa de ingresos y gastos, efectuando aquellos ajustes que fueren necesarios.  Finalmente, se consulta una responsabilidad solidaria del alcalde y de aquellos concejales que hubieren votado favorablemente, respecto de la parte deficitaria a que dé lugar la ejecución presupuestaria anual.



	Cabe hacer presente que, a instancias de los señores Hamuy, Longton y Morales, se hizo extensivo al funcionario que, circunstancialmente, cumpla las tareas de jefe de la unidad de control, a falta de este último, el deber de representar al concejo los desequilibrios que note en el presupuesto municipal, modificación que fuera, también, aprobada por unanimidad.



	10) El artículo 67 (actual 68), que fija un plazo de veinte días desde que fuere requerido el concejo para emitir su acuerdo acerca de las materias respecto de las cuales el alcalde solicitará de su pronunciamiento, fue motivo de una indicación sustitutiva, patrocinada por los señores Aguiló, señora Caraball, Elgueta, Elizalde, Leay, Montes, Morales y Ortega, aprobada por asentimiento unánime, que regula las modalidades a que habrá de ceñirse el referido pronunciamiento y, en su caso, la consulta del alcalde, según las materias de que se trate, manteniendo la obligación para este último de emitir su opinión dentro de los términos legales, en cuyo defecto, hace prevalecer la proposición del alcalde.



	11) El artículo 68 (actual 69), que determina la época de instalación del Concejo; a quién corresponderá presidir dicha sesión; las formalidades de la misma; las materias a abordar en ella, entre otros aspectos, fue objeto de una indicación, patrocinada por los señores Bombal, Cantero, Leay, Longton y Sotomayor, que hace obligatoria la remisión de una copia del acta de la sesión constitutiva al Gobierno Regional en vez de al intendente o gobernador respectivo, como propiciaba el Mensaje.



	Sometido a votación el artículo, con la referida indicación, fue aprobado por unanimidad.



	12) El artículo 69 (actual 70), que trata de las sesiones del Concejo, fue objeto de una indicación sustitutiva de su inciso final, presentada por los señores Cantero, Hamuy, Leay, Longton y Morales, por la que, restringe el carácter de secreto que puede adoptar una sesión a las materias relativas a los concejales, sin perjuicio de aquéllas que el Concejo, por la unanimidad de sus miembros, acuerde otorgar este tratamiento especial.



	Este artículo, con la mencionada indicación, fue aprobado por asentimiento unánime.



	13) El artículo 70 (actual 71), que establece a quién corresponderá presidir las sesiones del Concejo, al faltar el Alcalde, como, asimismo, encomienda al secretario municipal las funciones secretariales del mismo, fue aprobado por unanimidad, sin alteraciones.



	14) El artículo 71 (actual 72), que termina los quórum para sesionar y adoptar acuerdos por parte del Concejo, entregando, en su inciso final, al alcalde el voto dirimente en caso de empate, fue objeto de una indicación sustitutiva de este último inciso, suscrita por los señores Bombal, Cantero, Longton, Morales y Sotomayor, mediante la cual, en dicho evento, se consulta una nueva sesión para zanjar la controversia; de producirse un nuevo empate, hace operable el voto dirimente del Alcalde.



	El artículo, con la indicación, fue aprobado por unanimidad.



	15) El artículo 72 (actual 73), que fija en una U.T.M., por sesión, la dieta consultada para los concejales, con las modalidades que se señalaran en su oportunidad, fue aprobado por asentimiento unánime, sin variaciones.



	16) El artículo 73 (actual 74), que exceptúa a los concejales de la normativa aplicable a los funcionarios municipales, fue objeto de una indicación aditiva, patrocinada por los señores Elgueta, Elizalde y Ortega, que, en líneas generales, prohibe a los concejales participar en la discusión y votación de materias de su interés o de sus parientes, hasta los grados que indica.



	Puesto en votación el artículo, con la indicación, fue aprobado por asentimiento unánime.



	17) El artículo 74 (actual 75), que faculta al Concejo para dictarse un reglamento de funcionamiento interno, fue motivo de una indicación aditiva, patrocinada por el señor Cantero, que señala entre aquellas materias que deben ser reguladas particularmente, las relativas a audiencias públicas sobre aspectos específicos.



	Cabe consignar que, al haber acordado la Comisión someter a votación separadas el texto propuesto por el Mensaje y éste modificado por la indicación, se registró en el primer caso unanimidad y cuatro abstenciones, y en el segundo simple mayoría y dos abstenciones.



	Artículo 24.-



	Esta disposición, que introduce un nuevo Título IV a la normativa vigente en la materia, relativo al Consejo Económico y Social Comunal, fue objeto del siguiente tratamiento:



	1) El artículo 75 (actual 76), que establece la existencia de este Consejo en cada municipio, destacando sus características más relevantes, fue objeto de una indicación, patrocinada por los señores Aguiló, Elgueta, Elizalde, Montes y Ortega, que sustituye la calificación de “órgano de concertación”, que se propone en el Mensaje, por la de “organo de cooperación”.



	El artículo, con la indicación, fue aprobado por unanimidad.



	2) El artículo 76 (actual 77), que establece la integración de estas entidades colegiadas; la duración de sus miembros en el desempeño del cargo; la posibilidad de su eventual reelección y el número variable de miembros que lo componen, atendido el número de habitantes de la comuna o agrupación de comunas de que se trate, fue aprobado por simple mayoría de votos y una abstención, en los mismos términos propuestos.



	3) El artículo 77 (actual 78), que indica los estamentos que estarán representados en el Consejo y sus respectivos porcentajes, fue aprobado unánimemente, sin variaciones.



	4) El artículo 78 (actual 79), que define, para los efectos de esta ley, a las organizaciones comunitarias funcionales, a las organizaciones productivas de bienes y servicios y a las organizaciones laborales, fue objeto de una indicación copatrocinada por los señores Bombal, Elgueta, Hamuy, Montes y Ortega, por la cual se asimila al segundo grupo de las anteriormente señaladas a aquellas empresas constituidas como sociedades y cooperativas que, en la comuna respectiva, posean relevancia económica y social, circunstancias cuya calificación entrega al Concejo.



	Habiéndose acordado someter a votación separada cada inciso, cabe consignar que el primero y el tercero fueron aprobados por unanimidad y tres abstenciones; en cambio el segundo, con la indicación antes referida, lo fue por asentimiento unánime.



	5) El artículo 79 (actual 80), que se refiere al registro, que habrá de llevarse en cada municipio, relativo a las organizaciones ya mencionadas, fue aprobado por simple mayoría, en los mismos términos consultados en el Mensaje.



	6) En el artículo 80 (actual 81), que establece la época en que estará abierto tal registro, como, asimismo, los requisitos que habrán de acreditar las organizaciones para requerir ser inscritas en éste, se presentaron sendas indicaciones, de igual contenido, suscrita una de ellas por el señor Aguiló, y la otra por los señores Cantero y Morales, por las que se elimina la exigencia para dichas entidades de contar con un número dado de miembros activos, con una afiliación no inferior a seis meses de antigüedad.



	Sometido a votación el artículo, con las indicaciones en mención, fue aprobado por unanimidad.



	7) En el artículo 81 (actual 82), que faculta al secretario municipal para no dar lugar a la inscripción de las organizaciones que no cumplan con los aludidos requisitos, debiendo publicar, dentro del plazo que indica, la lista de aquellas organizaciones registradas, como, asimismo, la de aquéllas rechazadas, se presentaron sendas indicaciones, la primera de ellas, patrocinada por los señores Leay y Morales, tendiente a incorporar entre aquellas publicaciones donde habrán de difundirse tales listas, las de mayor circulación en la provincia, como alternativa primera a aquella dispuesta por el Mensaje, que la circunscribe a la región; y la segunda, presentada por el señor Letelier, por la cual se posibilita reemplazar las mencionadas publicaciones, en aquellas comunas donde no hubiese una circulación significativa de las mismas, por carteles a ser fijados en las sedes municipales, en los servicios públicos y en los centros comunitarios.



	Puesto en votación este artículo, con las referidas indicaciones, fue aprobado por asentimiento unánime.



	8) El artículo 82 (actual 83), que trata de la reclamación que podrá presentar cualquier persona ante el Tribunal Electoral Regional respectivo por deficiencias en la confección de las señaladas listas, como, igualmente, las modalidades de la misma, fue aprobado por unanimidad, sin variaciones.



	9) En el artículo 83 (actual 84), que consulta la citación por parte del secretario municipal de las organizaciones inscritas para que elijan a los miembros del Consejo, en asamblea separadas por cada estamento, debiendo cada organización estar representada en ellas por un delegado, elegidos por sus afiliados activos, como, asimismo, la regulación de estos eventos, fue presentada una indicación, patrocinada por el señor Montes, por la que se suprime la exigencia de “activos” de los miembros que elegirán al respectivo delegado a la indicada asamblea.



	10) El artículo 84 (actual 85), que otorga facultades especiales al Concejo para citar a las personas que no estén incorporadas al registro, con el propósito de que designen delegados a las respectivas asambleas, en los casos excepcionales que en él se consultan, fue aprobado por unanimidad, con adecuaciones meramente formales.



	11) En el artículo 85 (actual 86), que indica las circunstancias en que el  Concejo declarará vacantes los cargos no provistos, con el voto favorable de los dos tercios de los concejales en ejercicio, fue presentada una indicación por los señores Montes y Elgueta, por la cual se agrega una norma que consulta una convocatoria por parte del Concejo, transcurrido un año de haberse declarado vacantes dichos cargos, para inscribirse en los registros y proveer tales cargos hasta el término del período correspondiente.



	Este artículo, con la indicación, fue aprobado por asentimiento unánime.



	12) Artículo 86 (actual 87).



	- Su inciso primero, que contiene los requisitos exigidos para ser miembro del Consejo Económico y Social, fue objeto de sendas indicaciones: la primera de ellas, suscrita por el señor Aguiló, exceptúa del límite mínimo de edad a los representantes de las organizaciones de que trata la ley N° 18.893 (letra a); la segundo, patrocinada por los señores Morales y Sotomayor, eleva de “tres” a “cinco” años el plazo de avecindamiento en el país para los extranjeros (letra v).



	Habiéndose acordado por la Comisión proceder a votar, por separado, cada uno de los requisitos contenidos en este inciso, cabe consignar la siguiente votación respecto de ellos: su letra a), con la indicación del señor Aguiló, fue aprobada por simple mayoría y cuatro abstenciones; su letra b) lo fue por unanimidad, en los mismos términos propuestos en el Mensaje; su letra c), con la indicación de los señores Morales y Sotomayor, por unanimidad; y, finalmente, su letra d) por asentimiento unánime y dos abstenciones, sin variaciones.



	- Su inciso segundo, que hace aplicables a los integrantes del Consejo las mismas inhabilidades que afectan a los concejales, fue motivo de una indicación sustitutiva, aprobada por unanimidad, copatrocinada por los señores Bombal, Cantero, Leay, Morales, Ortega, Sotomayor y Ulloa, la cual, junto con precisar la preceptiva de esta ley que contiene las inhabilidades e incompatibilidades que les resultan aplicables, extiende, las primeras de ellas, a los cargos de consejeros regionales, concejales y consejeros provinciales.



	13) El artículo 87 (actual 88), que consulta las causales de cesación en el cargo de consejero, como, asimismo, entrega al Concejo la calificación y determinación de la procedencia de las mismas, a excepción de la primera de ellas, por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, fue motivo de una indicación, por parte del señor Ulloa, por la cual elimina de la causal de renuncia el término “absoluta” previsto para aquella mayoría de consejeros en ejercicio exigida para su aceptación.



	Este artículo, con la citada indicación, fue aprobado por asentimiento unánime.



	14) Respecto del artículo 88 (actual 89), que trata de la actuación que corresponde desempeñar a los consejeros suplentes, debe consignarse lo siguiente:



	a) Su inciso primero, que señala el rol de éstos de reemplazar a los titulares en caso de ausencia temporal, fue motivo de una indicación, aprobada por simple mayoría de votos y dos abstenciones, suscrita por el señor Montes, que lo eliminó.  Para estos efectos, la Comisión tuvo en consideración la imposibilidad de establecer criterios objetivos que hicieren operable tal eventualidad.



	b) Su inciso segundo, que estable el mecanismo mediante el cual la vacante creada por el suplente, que pasa a ocupar el cargo de titular, es provista, fue objeto de una indicación, aprobada por unanimidad y una abstención, patrocinada por el señor Elizalde, por la cual se mantiene dicho cupo sin llenar.



	c) Su inciso tercero, que contempla el caso del suplente que cesare en sus funciones de tal y la forma en que habrá de ser reemplazado, fue aprobado por unanimidad, sin variaciones.



	15) En el artículo 89 (actual sustitutiva, aprobada por unanimidad y una abstención, patrocinada por los señores Elizalde, Montes y Ortega, por la cual se determinan las siguientes funciones globales para el Consejo Económico y Social: las de emitir su parecer acerca del plan de desarrollo comunal, las políticas de servicios y el programa anual de acción e inversión; acerca de la cuenta anual del Alcalde y del Concejo; y, finalmente, respecto de todas aquellas materias que el Alcalde y el Concejo sometan a su pronunciamiento.



	16) En el artículo 90 (actual 91), que trata de la facultad del Consejo de reunirse para estudiar y debatir asuntos de interés local y someter a la consideración del Alcalde sus opiniones, se presentó una indicación, copatrocinada por los señores Elizalde y Montes, que hace extensiva tal comunicación al Concejo.



	El artículo, con la indicación, fue aprobada por unanimidad y una abstención.



	17) El artículo 91 (actual 92), que trata de la sesión constitutiva del Consejo y de las materias que se abordarán en ella; de las sesiones ordinarias y extraordinarias y de sus modalidades; y, además, de los quórum para sesionar y adoptar acuerdos, fue aprobado, por asentimiento unánime, sin modificación alguna.



	18) El artículo 92 (actual 93), que faculta al Consejo para fijar la normativa requerida para su funcionamiento, fue aprobado por igual quórum de votación que el anterior, sin variaciones.



	Artículo 25.-



	Esta disposición, que agrega un nuevo Título V a la ley Orgánica Constitucional cuya modificación se propicia, que trata de las elecciones municipales, fue motivo del siguiente tratamiento por parte de la Comisión.



	a) El artículo 93 (actual 94) que, en líneas generales, hace aplicable a ellas, en forma supletoria, la normativa consultada en las leyes Orgánicas Constitucionales sobre Votaciones Populares y Escrutinios, sobre Partidos Políticos y sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, fue aprobado por asentimiento unánime, en idénticos términos que los propuestos.



	b) En el artículo 94 (actual 95), cuyo inciso primero establece la época de declaración de las candidaturas a concejales, y su inciso segundo las modalidades a que habrán de ceñirse aquéllas, fue objeto de una indicación, patrocinada por el Ejecutivo, aprobada por simple mayoría de votos y una abstención, que sustituye el aludido inciso primero por otro que, en relación al anterior, difiere en cuanto puntualiza que dichas declaraciones habrán de efectuarse ante el respectivo Director Regional del Servicio Electoral y,  además, que podrán consultar, como número máximo de candidatos, el correspondiente al de concejales que deba elegirse en el territorio respectivo.  En lo que respecta a su inciso segundo, fue aprobado por unanimidad, en los mismos términos.



	Por otra parte, la indicación del Ejecutivo proponía agregar un nuevo inciso al artículo en comento, mediante el cual se precisan las disposiciones atingentes a esta materia de la ley Orgánica



	“b) Inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente, declarada por acuerdo de los dos tercios de los miembros en ejercicio del concejo;”.



	b) Suprímese la letra c).



	c) Reemplázase la letra d) por la siguiente, que pasa a ser c):



	“c) Remoción por impedimento grave o notable abandono de sus deberes, acordada por los dos tercios de los miembros en ejercicio del concejo, y”.



	d) Suprímese la letra e).



	e) Reemplázase la letra f), que pasa a ser d), por la siguiente:



	“d) Renuncia por motivos justificados, aceptada por los dos tercios de los miembros en ejercicio del concejo.”.



	f) Agrégase el siguiente inciso final:



	“En todo caso, la cesación en el cargo de alcalde traerá aparejada la de concejal, debiendo procederse a la provisión del cargo vacante, según lo establecido en el artículo 65, previamente a la elección del nuevo alcalde, salvo lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 111 de esta ley.”.



	Artículo 17.- Sustitúyese el artículo 52 por el siguiente:



	“Artículo 52.- El alcalde será subrogado, en caso de ausencia o impedimento no superior a un mes, por el funcionario en ejercicio que le siga en orden de jerarquía dentro de la municipalidad, con exclusión del juez de policía local.  Sin embargo, previa consulta al concejo, el alcalde podrá designar como subrogante a un funcionario que no corresponda a dicho orden.



	La subrogación no se extenderá a la atribución de convocar y presidir el concejo, la que deberá ser ejercida en todo caso, por un concejal, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 70.



	Cuando el alcalde se encuentre afecto a una incapacidad temporal superior a un mes, el concejo designará, de entre sus miembros, un alcalde suplente, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de los concejales presentes en la sesión respectiva.



	En caso de vacancia del cargo de alcalde, el concejo deberá nombrar, de entre sus miembros, a un nuevo alcalde que lo reemplace, elegido por la mayoría absoluta de los concejales, de acuerdo con las normas del artículo 111, luego de haberse llenado la vacante de concejal de acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo 65 de esta ley.



	La elección se efectuará en sesión extraordinaria que se celebrará dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se hubiere producido la vacante.  El secretario municipal al efecto al concejo con cinco días de anticipación, a lo menos.  El nuevo alcalde así elegido permanecerá en el cargo por el tiempo que faltare para completar el respectivo período, pudiendo ser reelegido.  Mientras no sea elegido el alcalde, regirá lo dispuesto en el inciso primero.”.



	Artículo 18.- Modifícase el artículo 53 en la forma que a continuación se indica:



Sustitúyese la letra c) por la siguiente:



	“c) Nombrar y remover a los funcionarios que tengan la calidad de exclusiva confianza, de acuerdo con lo establecido en el artículo 38.”.



Intercálase la siguiente letra g):



	“g) Otorgar, renovar y poner término a permisos municipales;”.



Sustitúyese la letra m) por la siguiente:



	“m) Convocar y presidir el concejo, y”.



	d) Elimínase la letra n), pasando la actual letra ñ) a ser letra n), sustituyéndose el guarismo “82” por “113”.



	Artículo 19.- Reemplázase el artículo 54 por el siguiente:



	“Artículo 54.- El alcalde deberá consultar al concejo para efectuar la designación de delegados a que se refiere el artículo 57 y para designar como alcalde subrogante a un funcionario distinto del que correspondiere de acuerdo con el orden jerárquico dentro de la municipalidad.”.



	Artículo 20.- Modifícase el artículo 55 de la siguiente forma:



	a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “consejo de desarrollo comunal” por “concejo”.



	b) En la letra a), reemplázase el punto y como (;) con que finaliza por una coma (,) y agrégase, a continuación, lo siguiente: “así como los programas de inversión correspondientes;”.



	c) En la letra d), reemplázase la expresión “Establecer” por “Aplicar”.



Sustitúyese la letra j) por la siguiente:



	“j) Dictar ordenanzas municipales y el reglamento a que se refiere el artículo 25



Sustitúyese la letra k) por la siguiente:



	“k) Omitir el trámite de licitación pública en conformidad con lo dispuesto en el artículo 6° de esta ley y aprobar los contratos respectivos, y”.



Sustitúyese la letra l) por la siguiente:



	“l) Convocar, de propia iniciativa, a plebiscito comunal, en conformidad con lo dispuesto en el Título VI.”.



	g) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:



	“Al aprobar el presupuesto, el concejo deberá velar por que en él se indiquen las fuentes de recursos suficientes para atender los gastos previstos.  El concepto no podrá aumentar el presupuesto de gastos presentado por el alcalde, sino sólo disminuirlo, y modificar la distribución de la inversión proyectada por él, salvo respecto de los gastos que estén establecidos por ley permanente.



	Artículo 21.- En el artículo 56, sustitúyese la expresión “consejo de desarrollo comunal” por la frase “concejo y al consejo económico y social comunal”.



	Artículo 22.- Sustitúyese la oración final del inciso primero del artículo 57 por la siguiente: “Tal designación podrá recaer en un funcionario de la municipalidad o en ciudadanos que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 60 y no estén en la situación prevista por el inciso segundo del artículo 50.”.



	Artículo 23.- Sustitúyese el Título III por el siguiente:



	

	“TITULO III.



	DEL CONCEJO.



	Artículo 58.- En cada municipalidad habrá un concejo de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, encargado de hacer efectiva la participación de la comunidad local y de ejercer las atribuciones que señala esta ley.



	Artículo 59.- Los concejos estarán integrados por concejales elegidos por votación directa mediante un sistema de representación proporcional, en conformidad con esta ley.  Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos.



	Cada concejo estará compuesto por:



	a) Seis concejales en las comunas o agrupaciones de comunas de hasta setenta mil electores;



	b) Ocho concejales en las comunas o agrupaciones de comunas de más de setenta mil y hasta ciento cincuenta mil electores, y



	c) Diez concejales en las comunas o agrupaciones de comunas de más de ciento cincuenta mil electores.



	El número de concejales por elegir en cada comuna o agrupación de comunas, en función de sus electores, será determinado mediante resolución del Director del Servicio Electoral.  Para estos efectos, se considerará el padrón electoral vigente siete meses antes de la fecha de la elección respectiva.  La resolución del Director del Servicio deberá ser publicada en el Diario Oficial dentro de los diez días siguientes al término del referido plazo de siete meses, contado hacia atrás desde la fecha de la elección.



	Artículo 60.- Para ser elegido concejal se requiere:



	a) Ser ciudadano con derecho a sufragio;



	b) Saber leer y escribir;



	c) Tener residencia en la región a que pertenezca la respectiva comuna o agrupación de comunas, según corresponda, a lo menos en los últimos dos años anteriores a la elección;



	d) Tener su situación militar al día, y



	e) No estar afecto a alguna de las inhabilidades que establece esta ley.



	Artículo 61.- No podrán ser candidatos a concejales:



	a) Los ministros de Estado, los subsecretarios, los secretarios regionales ministeriales, los directores regionales de servicios de la confianza del Presidente de la República, los intendentes, los gobernadores, los parlamentarios, los miembros del consejo del Banco Central, el Contralor General de la República, los contralores regionales y todos aquellos funcionarios de la exclusiva confianza del Presidente de la República y de la autoridad facultada para hacer el nombramiento;



	b) Los magistrados de los tribunales superiores de justicia, los jueces de letras, los funcionarios que ejerzan el ministerio público y los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales, el personal que forme parte de estos órganos, los miembros de las Fuerzas Armadas, Carabineros e Investigaciones, y



	c) Las personas que, por sí o como representantes de otra persona, natural o jurídica, tengan pendientes con la municipalidad respectiva contratos a que se refiere el artículo 31, o tengan cauciones o litigios en calidad de demandantes, a la fecha de inscribir su candidatura.



	Artículo 62.- Los cargos de concejales serán incompatibles entre sí y con los de miembros de los consejos regionales y de los consejos económicos y sociales provinciales y comunales, así como con las funciones públicas señaladas en las letras a) y b)  del artículo anterior.  También lo serán con todo empleo, función o comisión que se desempeñe en la misma municipalidad, con excepción de los empleos servidos en educación, salud y servicios municipalizados.



	Tampoco podrán desempeñar el cargo de concejal:



	a) Los que durante el ejercicio de tal cargo incurran en alguno de los supuestos a que alude la letra c) del artículo 61, y



	b) Los que durante su desempeño actuaren como abogados o mandatarios en  cualquier clase de juicio contra la respectiva municipalidad.



	Artículo 63.- Los concejales cesarán en el ejercicio de sus cargos por las siguientes causales:



	a) Renuncia por motivos justificados, aceptada por el concejo;



	b) Inasistencia injustificada a más del cincuenta por ciento de las sesiones celebradas en un año calendario;



	c) Inhabilidad sobreviniente, por alguna de las causales previstas en las letras a) y b) del artículo anterior;



	d) Pérdida de alguno de los requisitos exigidos para ser elegido concejal, y



	e) Incurrir en alguna de las incompatibilidades previstas en el inciso primero del artículo anterior.



	Artículo 64.- Corresponderá al concejo la calificación de la procedencia de las causales previstas en el artículo anterior.  La resolución del concejo deberá adoptarse en sesión extraordinaria, con el voto favorable de los dos tercios de los concejales, excluida la letra a).  Para estos efectos, el secretario municipal citará a sesión extraordinaria, a lo menos, con cinco días de anticipación, por disposición del alcalde o a petición escrita de un tercio de los concejales en ejercicio.



	Artículo 65.- Si falleciere o cesare en su cargo algún concejal durante el desempeño de su mandato, la vacante se proveerá con el ciudadano que, habiendo integrado la lista electoral del concejal que provoque la vacancia, habría resultado elegido si a esa lista hubiere correspondido otro cargo.



	En caso de no ser aplicable la regla anterior, la vacante será proveída por el concejo, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, de entre los incluidos en una terna propuesta por el partido político al que hubiere pertenecido, al momento de ser elegido, quien hubiere motivado la vacante.



	Los concejales elegidos como independientes no serán reemplazados, a menos que hubieren postulado integrando listas.  En este último caso, se aplicará lo dispuesto en el primer inciso del presente artículo.



	El nuevo concejal permanecerá en funciones el término que le faltaba al que originó la vacante, pudiendo ser reelegido.



	En ningún caso procederán elecciones complementarias.



	Artículo 66.- Al concejo le corresponderá:



	a) Elegir al alcalde, cuando proceda, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 111;



	b) Otorgar su acuerdo al alcalde en las materias que enumera el artículo 55 de esta ley;



	c) 	Fiscalizar el cumplimiento de los planes municipales y la ejecución del presupuesto municipal;



	d) Fiscalizar las actuaciones del alcalde, velando por la legalidad y la eficiencia de la gestión municipal;



	e) Pronunciarse respecto de las causales de cesación en los cargos de alcalde, concejal y miembro del consejo económico y social comunal;



	f) Aprobar la participación municipal en asociaciones, corporaciones o fundaciones;



	g) Recomendar al alcalde prioridades en la formulación y ejecución de proyectos específicos y medidas concretas de desarrollo comunal, y



	h) Citar o pedir informe a los organismos o funcionarios municipales cuando lo estime necesario para pronunciarse sobre las materias de su competencia.



	Artículo 67.- El concejo sólo podrá aprobar presupuestos debidamente financiados, correspondiéndole especialmente al jefe de la unidad encargada del control, o al funcionario que cumpla esa tarea, la obligación de representar a aquél los desequilibrios que advierta en el presupuesto municipal.  Para estos efectos, el concejo deberá examinar trimestralmente el programa de ingresos y gastos, introduciendo las modificaciones correctivas a que hubiere lugar.



	En todo caso, frente al incumplimiento de la obligación de aprobar presupuestos debidamente financiados, el alcalde y los concejales que hayan incurrido con su voto favorable a la aprobación de tales presupuestos, serán solidariamente responsables en la parte deficitaria que arroje la ejecución anual presupuestaria al 31 de diciembre del año respectivo.



	Artículo 68.- El pronunciamiento del concejo sobre las materias consignadas en la letra b) del artículo 66 se realizará de la siguiente manera:



	a) El alcalde, en la primera semana de octubre, someterá a consideración del concejo las orientaciones globales del municipio, el presupuesto municipal y el programa anual, con su metas y líneas de acción.  En las orientaciones globales, se incluirán el plan comunal de desarrollo y sus modificaciones, las políticas de servicios municipales, como, asimismo, las políticas y proyectos de inversión.  El concejo deberá pronunciarse sobre todas estas materias antes del 30 de diciembre, luego de evacuadas las consultas por el consejo económico y social comunal, cuando corresponda.



	b) El proyecto y las modificaciones del plan regulador comunal se regirán por los procedimientos específicos establecidos por las leyes vigentes.



	c) En las demás materias, el pronunciamiento del concejo deberá emitirse dentro del plazo de veinte días, contado desde la fecha en que sea requerido por el alcalde.



	Si los pronunciamientos del concejo no se produjeren dentro de los términos legales señalados, regirá lo propuesto por el alcalde.



	Artículo 69.- El concejo se instalará noventa días después de la fecha de la elección respectiva, con la asistencia de la mayoría absoluta de  los concejales declarados electos por el Tribunal Electoral Regional competente.



	La primera sesión será presidida por el alcalde electo o, en su defecto, por el concejal que haya obtenido individualmente mayor votación ciudadana dentro de la lista mayoritaria, sorteándose en caso de empate.  Actuará como ministro de fe el secretario municipal respectivo.



	El secretario municipal procederá a dar lectura al fallo del Tribunal Electoral Regional que dé cuenta del resultado definitivo de la elección en la comuna y tomará a los concejales el juramento o promesa de observar la Constitución y las leyes y de cumplir con fidelidad las funciones propias del cargo.



	El concejo, en la sesión constitutiva, se abocará a elegir al alcalde, cuando proceda, en la forma establecida en el artículo 111, y a fijar los días y horas de las sesiones ordinarias.



	Si la sesión de instalación no se efectuare en la fecha indicada o no se hubieren verificado los actos señalados en el inciso anterior, el concejo deberá continuar sesionando diariamente hasta cumplir con dichos objetivos.



	Una copia del acta de la sesión de instalación se remitirá al Gobierno Regional respectivo, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la conclusión de la sesión.



	Artículo 70.- El concejo se reunirá en sesiones ordinarias y extraordinarias.



	Las sesiones ordinarias deberán efectuarse a lo menos una vez por semana, en días hábiles, y en ellas podrá tratarse cualquier materia que sea de competencia del concejo.



	Las sesiones extraordinarias deberán ser convocadas por el alcalde y por no menos de un tercio de los concejales en ejercicio y en ellas sólo se tratarán aquellas materias indicadas en la convocatoria.



	Las sesiones del concejo serán públicas, salvo las que tengan por objeto tratar materias que afecten a los concejales.  La unanimidad de los concejales podrá acordar que determinadas sesiones sean secretas.



	Artículo 71.- En ausencia del alcalde, presidirá la sesión el concejal presente que haya obtenido, individualmente, mayor votación ciudadana dentro de la lista mayoritaria en la elección respectiva, según lo establecido por el Tribunal Electoral Regional.



	De no cumplirse lo previsto en el inciso anterior, se pasará, en idénticos términos, a la lista siguiente y así, sucesivamente, hasta terminar el concejal que deba presidir la sesión respectiva.



	El secretario municipal, o quien lo subrogue, desempeñará las funciones de secretario del concejo.



	Artículo 72.- El quórum para sesionar será la mayoría de los concejales en ejercicio.



	Salvo que la ley exija un quórum distinto, los acuerdos del concejo se adoptarán por la mayoría absoluta de los concejales asistentes a la sesión respectiva.



	Si hay empate, se tomará una segunda votación.  De persistir el empate, se citará a una nueva sesión, en la que se votará.  Si se mantiene dicho empate, corresponderá al alcalde el voto dirimente para resolver la materia.



	Artículo 73.- Los concejales tendrán derecho a percibir, por cada sesión a la que asistan, una dieta equivalente a una unidad tributaria mensual, la que no será imponible.  En ningún caso, esta asignación podrá exceder de cuatro unidades tributarias mensuales en el respectivo mes calendario.



	Artículo 74.- A los concejales no les serán aplicables las normas que rigen a los funcionarios municipales, salvo en materia de responsabilidad civil y penal.



	Ningún concejal de la municipalidad podrá tomar parte en la discusión y votación de asuntos en que él o sus parientes, hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, estén interesados, salvo que se trate de nombramientos o designaciones que deban recaer en los propios concejales.



	Se entiende que existe dicho interés cuando su resolución afecte moral o pecuniariamente a las personas referidas.



	Artículo 75.- El concejo determinará en un reglamento interno las demás normas necesarias para su funcionamiento, entre las cuales deberán establecerse especialmente aquéllas que regulen las audiencias públicas sobre materias específicas.”.



	Artículo 24.- Introdúcese el siguiente Título IV, nuevo:



	“TITULO IV



DEL CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL COMUNAL



	Artículo 76.- En cada municipalidad habrá un consejo económico y social comunal, compuesto por representantes de la comunidad local organizada.  Este consejo será un órgano de cooperación, consulta y asesoría de la municipalidad, que tendrá por objeto asegurar la participación de las organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional y de otras representativas de actividades relevantes, en el progreso económico, social y cultural de la comuna.



	Artículo 77.- Los consejos económicos y sociales comunales estarán integrados por consejeros elegidos en conformidad con el sistema establecido en esta ley, los que durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos.



	El consejo económico y social comunal estará compuesto por el siguiente número de consejeros:



	a) Doce miembros, en las comunas o agrupaciones de comunas de hasta treinta mil habitantes.



	b) Dieciocho miembros, en las comunas o agrupaciones de comunas con más de treinta mil y hasta cien mil habitantes.



	c) Veinticuatro miembros, en las comunas o agrupaciones de comunas con más de cien mil habitantes.



	Artículo 78.- Del número total de integrantes de cada consejo, la mitad será elegida por las juntas de vecinos legalmente constituidas y la otra mitad será distribuida por partes iguales entre las organizaciones  comunitarias funcionales, las organizaciones de actividades productivas de bienes y servicios y las organizaciones laborales de la comuna.



	Artículo 79.- Para los fines señalados en el artículo anterior, se considerarán organizaciones comunitarias funcionales aquellas personas jurídicas sin fines de lucro cuya finalidad sea representar y promover valores específicos de la comunidad dentro del territorio de la comuna o agrupación de comunas respectiva.  Las asociaciones de profesionales se considerarán entre este tipo de organizaciones.



	Tendrán el carácter de organizaciones de actividades productivas de bienes y servicios las entidades con personalidad jurídica y sin fines de lucro que agrupen a personas dedicadas al ejercicio de actividades empresariales dentro de la comuna o agrupación de comunas, sean ellas mineras, agrícolas u otras por las que se pague patente municipal.  También tendrán este carácter las empresas constituidas en sociedades y cooperativas existentes en la comuna y que tengan relevancia económica y social, la que será calificada por el concejo.



	Tendrán la calidad de organizaciones laborales las de carácter sindical legalmente constituidas y las entidades con personalidad jurídica y sin fines de lucro que agrupen a personas naturales que no sean empleadoras y que ejecuten por cuenta propia actividades primarias extractivas, exentas del pago de patente municipal.



	Artículo 80.- En cada municipalidad deberá abrirse un registro de las organizaciones existentes en la comuna o agrupación de comunas respectivas que, en términos de lo dispuesto en el artículo 77 y cumpliendo con los requisitos que se señalan en el artículo siguiente, tengan derecho a participar en la elección de los miembros del consejo económico y social comunal.



	Artículo 81.- El registro permanecerá abierto entre el nonagésimo y el trigésimo día anterior a aquél en que corresponda renovar por elección popular al concejo de la municipalidad respectiva.  Estará a cargo del secretario municipal, el que para tales efectos tendrá la calidad de ministro de fe.



	Sólo podrán solicitar su inscripción en el registro las organizaciones que acrediten:



Personalidad jurídica vigente, y



	b) Domicilio en la comuna o agrupación de comunas, con una antigüedad no inferior a dos años a la fecha de solicitarse la inscripción.



	Artículo 82.- El secretario municipal denegará la inscripción de las organizaciones que no reúnan los requisitos señalados en el artículo precedente y, dentro de tercer día de vencido el plazo a que se refiere su inciso primero, publicará, en un diario o periódico de los de mayor circulación en la provincia o región, la nómina de las organizaciones inscritas y de aquéllas cuya solicitud se hubiera denegado.  En las comunas donde no hubiese circulación significativa de diarios regionales o provinciales, se fijarán carteles en las sedes municipales, servicios públicos y centros comunitarios.



	Artículo 83.- Cualquier persona podrá reclamar de la inclusión o exclusión indebida de una organización en la nómina a que se refiere el artículo anterior.  La reclamación deberá presentarse, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la publicación de la nómina, ante el Tribunal Electoral Regional correspondiente, el que resolverá, sin ulterior recurso, en el término de quince días, rechazando el reclamo u ordenando la inclusión de la entidad en la referida nómina, según corresponda.



	Artículo 84.- Vencido el término a que se refiere el artículo anterior sin que se hubieran presentado reclamaciones o una vez que le sea comunicada la resolución del Tribunal Electoral Regional, en su caso, el secretario municipal citará a las organizaciones inscritas para que, en el día, hora y lugar que en la propia citación se señale, se constituyan en asamblea a fin de elegir a los miembros del consejo económico y social que a cada estamento corresponda.



	Se realizarán asambleas separadas por cada estamento de los señalados en el artículo 77.  Cada organización se hará representar en ellas por un delegado que se elegirá por votación directa a sus afiliados.



	Los delegados concurrentes a la respectiva asamblea estamental elegirán, por simple mayoría, un presidente de la misma, encargado de ordenar y dirigir la votación para nominar a los representantes al consejo.  Será auxiliado en su desempeño por el secretario municipal.



	Los representantes serán elegidos por votación directa y nominal de los delegados, cada uno de los cuales sólo podrá votar por un candidato.  Resultarán electos quienes obtengan las primeras mayorías individuales, hasta la concurrencia del número de consejeros que le corresponda elegir al respectivo estamento.  Un número idéntico, constituido por quienes obtengan las mayorías subsiguientes, será elegido en calidad de suplentes.



	En caso de empate de votos, la asignación de el o los cargos respectivos se dirimirá por sorteo.



	Del procedimiento de votación podrá reclamar, ante el competente Tribunal Electoral Regional, quien considere infringidas las normas que lo regulan.  La reclamación deberá interponerse dentro de los tres días siguientes a la celebración de la asamblea y el tribunal se pronunciará sobre ella dentro del quinto día, sin ulterior recurso.



	Artículo 85.- En el evento de que, transcurrido el plazo de sesenta días a que alude el inciso primero del artículo 81, no se hubieran inscrito en el registro respectivo más de dos organizaciones que reúnan los requisitos habilitantes o, en su caso, quedaren ejecutoriadas las resoluciones denegatorias de la inscripción de las demás organizaciones que la hubieren solicitado, el concejo procederá a citar a las personas que, reuniendo los requisitos establecidos en la letra a) del propio artículo 81, no estén incorporadas en el registro, a fin de que acrediten sus delegados a las respectivas asambleas.



	Artículo 86.- De no ser aplicables la regla prevista en el artículo precedente o si las organizaciones citadas no concurrieren a la asamblea a que se las convoque, el concejo declarará vacante los cargos no provistos.  Este acuerdo deberá adoptarse con el voto favorable de los dos tercios de los concejales en ejercicio.



	Un año después de declarados vacantes los cargos, el concejo convocará, de acuerdo con las normas del presente título, a inscribirse en los registros y a llenar los cargos hasta completar el período.



	Artículo 87.- Para ser miembro del consejo económico y social se requerirá.



	a) Tener 18 años de edad, con excepción de los representantes de organizaciones señalados en la ley N° 18.893.



	b) Tener un año de afiliación, como mínimo, a una organización del estamento que corresponda, en el momento de la elección;



	c) Ser chileno o extranjero avecindado en el país por más de cinco año, y



	d) No haber sido condenado ni hallarse procesado por delito que merezca pena aflictiva.



	Serán aplicables a los miembros del consejo económico y social comunal las inhabilidades e incompatibilidades que esta ley contempla para los miembros de los concejos en el artículo 61 y en letra b) del artículo 62.



	Asimismo, serán incompatibles con los cargos de consejeros regionales, concejales y consejeros provinciales.





	Artículo 88.- Los consejeros  cesarán en el ejercicio de sus cargos por las siguientes causales:



	a) Renuncia, aceptada por la mayoría de los consejeros en ejercicio;



	b) Inasistencia injustificada a más del cincuenta por ciento de las sesiones celebradas en un año calendario;



	c) Inhabilidad sobreviniente;



	d) Pérdida de alguno de los requisitos exigidos para ser elegido consejero;



	e) Incurrir en alguna de las incompatibilidades previstas en el artículo 62 de esta ley, y



	f) Pérdida de la calidad de miembros de la organización que representen.



	Corresponderá al concejo calificador y resolver la procedencia de las causales señaladas, con excepción de la prevista en la letra a), por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, a petición expresa de la simple mayoría de los consejeros en ejercicio.



	Artículo 89.- Si un consejero titular cesare en su cargo, pasará a integrar el consejo el respectivo suplente, por el período que reste para completar el cuadrienio que corresponda.



	En el evento de que un suplente cesare en sus funciones de tal, se procederá a su reemplazo por el estamento correspondiente en conformidad con esta ley.



	Artículo 90.- El consejo económico y social comunal tendrá las siguientes funciones:



	a) Dar su opinión sobre el plan de desarrollo comunal, las políticas de servicios y el programa anual de acción e inversión.



	b) Dar su opinión sobre la cuenta anual del alcalde y del concejo.



	c) Opinar sobre todas las materias que el alcalde y el concejo sometan a su consideración.



	Artículo 91.- El consejo económico y social comunal podrá reunirse de propia iniciativa para estudiar y debatir materias generales de interés local y elevar sus opiniones a conocimiento del alcalde y del concejo.



	Artículo 92.- Los miembros elegidos para integrar este consejo celebrarán una sesión constitutiva, la que dará inicio al cuadrienio respectivo, al día siguiente de aquél en que finalice el período legal de los consejeros en ejercicio.  En esta misma sesión, se elegirá, de entre sus miembros, un presidente, un vicepresidente y un secretario.



	El consejo económico y social comunal se reunirá en sesiones ordinarias y extraordinaria.  Las sesiones ordinarias se efectuarán, a lo menos, cada tres meses y en ellas podrá tratarse cualquier asunto relacionado con las funciones propias que esta ley encomienda al consejo.  Las sesiones extraordinarias podrán ser convocadas por el alcalde o por no menos de un tercio de sus miembros en ejercicio y en ellas sólo podrán tratarse y adoptarse acuerdos respecto de las materias señaladas en la convocatoria.



	En ambos casos, el quórum para sesionar será el de la mayoría de los consejeros en ejercicio.  Los acuerdos se adoptarán por la misma mayoría.



	Artículo 93.- El consejo económico y social comunal determinará las normas necesarias para su funcionamiento interno.”.



	Artículo 25.- Agrégase el siguiente nuevo Título V:



	“TITULO V



	DE LAS ELECCIONES MUNICIPALES



	Artículo 94.- Para las elecciones municipales, en todo lo que no sea contrario a esta ley, regirán las disposiciones de la ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, de la ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos y de la ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.



	No serán aplicables, sin embargo, a las elecciones municipales, los preceptos de los artículos 31 y 31 bis de la ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.



	Párrafo 1°



	De la presentación de candidaturas



	Artículo 95.- Las candidaturas a concejales sólo podrán ser declaradas hasta las veinticuatro horas del centésimo vigésimo día anterior a la fecha de la elección correspondiente, ante el respectivo Director Regional del Servicio Electoral.  Tales declaraciones podrán incluir hasta tantos candidatos como concejales corresponda elegir en la respectiva comuna o agrupación de comunas.



	Para estos efectos, cada candidato deberá acompañar una declaración jurada ante un notario público de la comuna respectiva o, en su defecto, ante el oficial del Registro Civil correspondiente, que acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos por los artículos 60 y 61.  La eventual falsedad en que incurra dará lugar a acción pública para impugnar la elección del candidato, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar.



	En lo demás, las declaraciones de candidaturas se regirán por los artículos 3°, 4°, incisos segundo y siguientes, y 5° de la ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.



	Artículo 96.- En las elecciones de concejales, dos o más partidos políticos que formen parte de un pacto electoral podrán acordar una federación o un subpacto, que regirá en todas las regiones del país en que uno o más de los partidos políticos integrantes se encuentren legalmente constituidos.



	A la formalización de una federación o subpacto electoral le serán aplicables, en lo pertinente, las normas de los incisos cuarto y quinto del artículo 3° bis de la ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.



	Artículo 97.- Las declaraciones de pactos electorales y de las eventuales federaciones o subpactos que se acuerden, deberán formalizarse en un solo acto, ante el Director del Servicio Electoral, dentro del mismo plazo establecido por el artículo 95 para la declaración de candidaturas.



	Artículo 98.- A las federaciones o subpactos se les individualizará sólo con su nombre, y a cada uno de los partidos políticos suscriptores, con su nombre y símbolo, indicándose a continuación los nombres completos de los candidatos afiliados al respectivo partido.  En el caso de los independientes incorporados a un pacto, junto a su nombre se expresará su calidad de tales.



	Artículo 99.- Las declaraciones de candidaturas independientes a concejal deberán ser patrocinadas por un número no inferior al 0.5% de los electores que hayan sufragado en la votación popular más reciente en la comuna o agrupación de comunas respectiva.



	En todo caso, entre los patrocinantes no podrá haber más de un 5% de afiliados a partidos políticos, dentro del porcentaje mínimo que establece el inciso anterior.



	La determinación del número mínimo necesario de patrocinantes la hará el Director del Servicio Electoral mediante resolución que se publicará en el Diario Oficial con siete meses de anticipación, a lo menos, a la fecha en que deba realizarse la elección.



	Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, los independientes que postulen integrando pactos no requerirán de patrocinio.



	Artículo 100.- El patrocinio de candidaturas  independientes deberá suscribirse ante un notario público de la respectiva comuna, por ciudadanos inscritos en los registros electorales de la misma.  En aquellas comunas en donde no exista notario público, será competente para certificar el patrocinio el oficio del Registro Civil de la jurisdicción respectiva.



	No podrá figurar el mismo patrocinante en diversas declaraciones de candidaturas independientes.  Si ello ocurriere, será válido solamente el patrocinio que figure en la primera declaración hecha ante el Servicio Electoral, y si se presentaren varias simultáneamente, no será válido en ninguna de ellas el patrocinio que se haya repetido.



	Párrafo 2°.



	De las inscripciones de candidatos.



	Artículo 101.- El Director Regional del Servicio Electoral, dentro de los diez días siguientes a aquél en que venza el plazo para la declaración de candidaturas, deberá, mediante resolución que se publicará en un diario de los de mayor circulación en la región respectiva, aceptar o rechazar las que hubieren sido declaradas.



	Los partidos políticos y los candidatos independientes podrán, dentro de los cinco días siguientes a la publicación de la referida resolución, reclamar de ella ante el Tribunal Electoral Regional respectivo, el que deberá pronunciarse dentro de quinto día.



	Artículo 102.- Dentro de los tres días siguientes al vencimiento del plazo para impugnar a que se refiere el artículo anterior o al fallo ejecutorio del Tribunal Electoral Regional, en su caso, el Director Regional del Servicio Electoral procederá a inscribir las candidaturas en un registro especial.  Desde este momento, se considerará que los candidatos tienen la calidad de tales para todos los efectos legales.



	En todo caso, el Tribunal Electoral Regional deberá notificar sus resoluciones a los respectivos Directores Regionales del Servicio Electoral y a los patrocinantes de los reclamos tan pronto como las pronuncie.



	Párrafo 3°.



	De las mesas receptoras de sufragios.



	Artículo 103.- El presidente del colegio escrutador remitirá al Tribunal Electoral Regional y al Director Regional del Servicio Electoral, por intermedio de Correos, el sobre especificado en el artículo 90 de la ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, dentro de las dos horas siguientes al momento en que lo reciba.



	Párrafo 4°.



	Del escrutinio general y de la calificación de las elecciones.



	Artículo 104.- El escrutinio general y la calificación de las elecciones municipales serán practicados por los Tribunales Electorales Regionales, que tendrán, en cuanto les fueren aplicables, todas las facultades que se conceden al Tribunal Calificador de Elecciones en el Título V de la ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.



	Artículo 105.- Para determinar los concejales elegidos, el Tribunal Electoral Regional deberá seguir el procedimiento indicado en los artículos siguientes.



	Artículo 106.- Para establecer los votos de lista, el tribunal sumará las preferencias emitidas a favor de cada uno de los candidatos de una misma lista.



	Artículo 107.- Para determinar el cuociente electoral, los votos de lista se dividirán sucesivamente por uno, dos, tres, cuatro, etc., hasta formar tantos cuocientes por cada lista como concejales corresponda elegir.  Todos estos cuocientes se colocarán en orden decreciente hasta tener un número de ellos igual al de cargos por elegir.  El cuociente que ocupe el último de estos lugares será el cuociente electoral y permitirá determinar cuántos son los elegidos en cada lista mediante la división del total de votos de la misma por dicho cuociente.



	Artículo 108.- Para determinar los candidatos elegidos dentro de cada lista se observarán las siguientes reglas:



	1) Si a una lista corresponde igual número de concejales que el de candidatos presentados, se proclamará elegido a todos éstos.



	2) Si el número de candidatos presentados es mayor que el de los concejales que a la lista corresponda, se proclamará elegidos a los que hubieren obtenido las más altas mayorías individuales, a menos que la lista corresponda a un pacto electoral, caso en el cual se aplicará la norma del artículo siguiente.



	3) Si el número de candidatos de alguna lista es inferior al de concejales que le haya correspondido, todos los cargos sobrantes se repartirán entre las demás listas y candidatos independientes como si se tratare de una nueva elección, en la que se aplicará el mismo sistema de cuociente.



	4) Si, dentro de una misma lista, un cargo correspondiere con igual derecho a dos o más candidatos, resultará elegido aquél que haya obtenido el mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá por el Tribunal Electoral Regional al sorteo del cargo en audiencia pública.



	5) Si el último cargo por llenar correspondiere con igual derecho a dos o más listas o candidatos independientes, resultará elegido el candidato de la lista o independiente que haya obtenido mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá por el Tribunal Electoral Regional al sorteo del cargo en audiencia pública.



	Artículo 109.- Para determinar los candidatos elegidos en una lista en que se hayan establecido pactos entre partidos, o entre partidos y federaciones o subpactos, se procederá a sumar las preferencias de los candidatos incluidos en cada uno de los partidos, de las federaciones o subpactos, según sea el caso.



	El total de votos válidamente obtenidos por cada partido, federación o subpacto se dividirá por uno, dos, tres, cuatro, etc., hasta formar por cada uno de los partidos, federaciones o subpactos tantos cuocientes como cargos corresponda elegir a la lista.  Todos esos cuocientes se ordenarán en forma decreciente y el que ocupe el ordinal correspondiente al último de los cargos por elegir por la lista será el cuociente de los partidos, federaciones o subpactos de la misma.  El total de votos de cada partido, federación o subpacto deberá dividirse por dicho cuociente para determinar cuántos cargos corresponderá elegir al respectivo partido, federación o subpacto.



	Dentro de cada partido, federación o subpacto, los candidatos preferirán entre sí según el número de votos que hubiere obtenido.



	Artículo 110.- Para los efectos de lo dispuesto en los artículos precedentes, cada postulación o candidatura independiente se considerará como si fuera una lista y tendrá el tratamiento propio de ésta.



	Sin embargo, las listas que incluyan pactos entre partidos políticos, federaciones o subpactos podrán incluir, dentro de la lista, una o más candidaturas independientes.  En tal caso, para los efectos de determinar los cargos por elegir por la lista, en conformidad con lo dispuesto en los artículos precedentes, los votos a cada candidato independiente se sumarán separada e individualmente, como si lo fuera de partido político.



	Artículo 111.- Será proclamado alcalde el candidato a concejal que, habiendo obtenido individualmente el mayor número de preferencias, cuente a lo menos con el treinta y cinco por ciento de los votos válidamente emitidos en la respectiva elección de concejales y siempre que integre la lista más votada, según lo determine el Tribunal Electoral Regional competente.



	De no cumplirse los supuestos establecidos en el inciso anterior, el concejo elegirá al alcalde de entre sus miembros, en votación que se efectuará en su sesión constitutiva y por la mayoría absoluta de los concejales elegidos.



	De no lograrse la mayoría señalada en el inciso precedente, el concejo repetirá la votación, circunscrita sólo a los dos concejales que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas en la elección efectuada en el concejo, considerándose las preferencias ciudadanas individualmente obtenidas para dirimir los empates que se produjeren tanto en la primera como en la segunda mayoría relativa.



	Si se produjere un empate en esta segunda votación, el cargo de alcalde se ejercerá por cada uno de los concejales empatados, en dos subperíodos de igual duración.  El concejal que perteneciere a la lista que hubiere obtenido mayor votación ciudadana escogerá el período por ejercer.



	En todo caso, el cargo de alcalde sólo podrá ser ejercido en cada subperíodo por el mismo concejal.



	Cualquiera que sea la forma de elección del alcalde, su mandato será irrevocable, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 51.



	Artículo 112.- Dentro de los dos días siguientes a aquél en que su fallo quede a firme, el Tribunal Electoral Regional enviará una copia autorizada de la parte pertinente del mismo y el acta complementaria de proclamación, en lo que se refiera a las respectivas comunas, al intendente y al secretario municipal de cada una de las municipalidades de la provincia.  Comunicará, al mismo tiempo, su proclamación a cada uno de los candidatos elegidos.



	Una copia completa del fallo y de su acta complementaria se remitirá, además, por el presidente del Tribunal Electoral Regional respectivo, al Ministro del Interior y al Director del Servicio Electoral, con el objeto de que tomen conocimiento del término del proceso electoral municipal.”.



	Artículo 26.- Introdúcense, en el Título IV, De los Plebiscitos Comunales, que pasa a ser Título VI, las siguientes modificaciones:



	a) Sustitúyese el artículo 82, que pasa a ser 113, por el siguiente:



	“Artículo 113.- El alcalde con acuerdo del concejo o a requerimiento de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna, someterá a plebiscito las materias de administración local relativas a inversiones específicas de desarrollo comunal, de acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos siguientes.”.



	b) Reemplázase el artículo 83, que pasa a ser 114, por el siguiente:



	“Artículo 114.- Los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la respectiva comuna podrán requerir al alcalde la realización de un plebiscito sobre las materias indicadas en el artículo precedente.  Para tales efectos, deberán concurrir con su firma, ante notario público u oficial del Registro Civil, a lo menos el 20% de los ciudadanos inscritos al 31 de diciembre del año anterior, debiendo acreditarse dicho porcentaje mediante certificado emitido por el Director del Servicio Electoral.”.



	c) Sustitúyese el artículo 84, que pasa a ser 115, por el siguiente:



	“Artículo 115.- Dentro de décimo día de adoptado el acuerdo del concejo o de recepcionado oficialmente el requerimiento ciudadano en los términos del artículo anterior, el alcalde dictará un decreto para convocar al plebiscito.  Dicho decreto se publicará, dentro de los quince días siguientes a su dictación, en el Diario Oficial y en un período de los de mayor circulación en la comuna.  Asimismo, se difundirá mediante avisos fijados en la sede comunal y en otros lugares públicos.



	El decreto contendrá la o las cuestiones sometidas a plebiscito.  Además, señalará la fecha de su realización, debiendo efectuarse, en todo caso, no antes de sesenta ni después de noventa días, contados desde la publicación de dicho decreto en el Diario Oficial.



	Los resultados del plebiscito serán vinculantes para la autoridad municipal, siempre que vote en él más del 50% de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna.



	Las inscripciones electorales en la comuna respectiva se suspenderán desde el día siguiente a aquél en que se publique en el Diario Oficial el decreto alcaldicio que convoque a plebiscito y se reanudarán desde el primer día hábil del mes subsiguiente a la fecha en que el Tribunal Calificador de Elecciones comunique al Director del Servicio Electoral el término del proceso de calificación del plebiscito.”.



	d) Sustitúyese el artículo 85, que pasa a ser 116, por el siguiente:



	“Artículo 116.- En ningún caso podrá celebrarse más de un plebiscito en una misma provincia, dentro del mismo mes calendario.



	El Director del Servicio Electoral determinará con los alcaldes respectivos la programación de los plebiscitos, de modo que entre uno y otro medien, a lo menos, treinta días.”.



	e) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 86, que pasa a ser 117, la palabra “seis” por “doce”.



	f) Sustitúyese el artículo 87, que pasa a ser 118, por el siguiente:



	“Artículo 118.- El costo de los plebiscitos comunales será de cargo de la municipalidad respectiva.



	g) Agrégase el artículo 88, que pasa a ser 119, el siguiente inciso segundo:



	“En todo caso, no habrá lugar a la designación de apoderados en los plebiscitos comunales.”.



	Artículo 27.- Agrégase el siguiente Título VII:



	“TITULO VII.



DE LAS CORPORACIONES, FUNDACIONES



Y ASOCIACIONES MUNICIPALES



Párrafo 1°.



De las corporaciones y fundaciones municipales.



	Artículo 120.- Una o más municipalidades podrán constituir o participar en corporaciones o fundaciones de derecho privado, sin fines de lucro, destinadas a la promoción y difusión del arte y de la cultura.



	Estas personas jurídicas se constituirán y regirán por las normas del Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil, sin perjuicio de las disposiciones especiales contenidas en esta ley.



	Artículo 121.- Las corporaciones y fundaciones a que se refiere este párrafo podrán formarse con una o más personas jurídicas de derecho privado que no persigan fines de lucro o con otras entidades del sector público.



	En todo caso, la creación o participación municipal en estas entidades deberán ser aprobada por el concejo.



	Artículo 122.- Las corporaciones y fundaciones que constituyan las municipalidades no podrán establecer un número de directores superior a cinco.  Estos cargos no darán lugar a ningún emolumento por su desempeño.



	Asimismo, entre los fines artísticos y culturales que se proponga la entidad, en ningún caso se comprenderán la administración y la operación de establecimientos educacionales o de atención de menores.



	Artículo 123.- Las municipalidades podrán otorgar aportes y subvenciones a las corporaciones y fundaciones de que formen parte.



	En ningún caso las municipalidades podrán caucionar compromisos contraídos por estas entidades.



	Artículo 124.- Las corporaciones y fundaciones de participación municipal deberán rendir semestralmente cuenta documentada a las municipalidades respectivas acerca de sus actividades y del uso de sus recursos.  Lo anterior será sin perjuicio de la fiscalización que pueda ejercer el concejo respecto del uso de los aportes o subvenciones municipales.



	Estas entidades no podrán destinar más del 30% de sus ingresos a gastos en personal y administración.



	Artículo 125.- El personal que labore en las corporaciones y fundaciones de participación municipal se regirá por las normas laborales y previsionales del sector privado.



	Artículo 126.- La contraloría General de la República fiscalizará a estas entidades, de acuerdo con las facultades que le confiere el artículo 25 de su ley orgánica.



	Párrafo 2°.



De las asociaciones de municipalidades.



	Artículo 127.- Dos o más municipalidades, pertenezcan o no a una misma provincia o región, podrán asociarse para los efectos de facilitar la solución de problemas que les sean comunes o lograr el mejor aprovechamiento de los recursos disponibles.



	Estas asociaciones podrán tener por objeto:



La atención de servicios comunes;



	b) La ejecución de obras de desarrollo local;



	c) El fortalecimiento de los instrumentos de gestión;



	d) La realización de programas vinculados a la protección del medio ambiente, al turismo, a la salud u otras;



	e) La capacitación y el perfeccionamiento del personal municipal, y



	f) La coordinación con instituciones nacionales e internacionales, a fin de perfeccionar el régimen municipal.



	Artículo 128.- Los convenios que celebren las municipalidades para crear asociaciones municipales deberán comprender, entre otros aspectos, los siguientes:



	a) La especificación de las obligaciones que asuman los respectivos asociados;



	b) Los aportes financieros y demás recursos materiales que cada municipio proporcionará para dar cumplimiento a las tareas concertadas;



c) El personal que se dispondrá al efecto;



	d)  El municipio o los municipios que tendrán a su cargo la administración y la dirección de los servicios que se presten u obras que se ejecuten, y



	e) El establecimiento de dependencias comunes, cuando corresponda, con excepción del administrador municipal, la secretaría municipal y las unidades encargadas de las finanzas, control y desarrollo comunitario.



	Estos convenios deberán contar con el acuerdo de los respectivos concejos.



	Artículo 129.- Los fondos necesarios para el funcionamiento de las asociaciones se consignarán en los presupuestos municipales respectivos.



	Respecto del personal mencionado en la letra c) del artículo anterior, no regirá la limitación de tiempo para las comisiones de servicio que sea necesario ordenar, cuando se trate de personal municipal.



	Artículo 28.- Los actuales artículos 89, 90, 91 y 92 del Título Final pasan a ser 130, 131, 132 y 133 respectivamente, sin modificaciones.



	DISPOSICIONES TRANSITORIAS



	PRIMERA.- El Presidente de la República convocará a elecciones de concejales dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley.



	La inscripción en los registros electorales se suspenderá a contar del trigésimo día siguiente a la publicación de dicha convocatoria.



	SEGUNDA.- Dentro del mismo término de treinta días a que se refiere el inciso primero del artículo anterior, los secretarios municipales procederán a abrir los registros para la inscripción de las organizaciones que participarán en las elecciones de los miembros de los consejos económicos y sociales respectivos, los que permanecerán abiertos por el término de sesenta días.



	En la primera constitución de los consejos económicos y sociales comunales, se exigirá a las organizaciones el requisito de antigüedad de un año.



	TERCERA.- Los primeros consejos económicos y sociales comunales se instalarán dentro de los treinta días siguientes a aquél en que asuman los concejos elegidos en conformidad con esta ley.



	CUARTA.- Para los efectos de determinar el número de miembros de los consejos económicos y sociales comunales, en tanto no rija un nuevo censo de habitantes, se aplicaá el censo efectuado en 1982, y en el caso de creación de comunas nuevas o traspasos de territorios efectuados con posterioridad a dicho censo, se considerará la población que señale el informe oficial que emita el Instituto Nacional de Estadísticas.



	QUINTA.- Facúltase al Presidente de la República, por el plazo de un año desde la publicación de esta ley, para incorporar el cargo de administrador municipal en las plantas de aquellas municipalidades cuyas comunas opten por crearlo.  Ejercerá tal facultad mediante decreto con fuerza de ley dictado a través del Ministerio del Interior, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda.



	SEXTA.- La primera elección municipal, por efectuarse antes del 30 de junio de 1992, se regirá por las normas de esta ley, con las modificaciones y salvedades que se indican en las disposiciones transitorias siguientes.



	SEPTIMA.- Para los efectos de determinar el número de concejales que corresponda elegir a cada comuna o agrupación de comunas y para determinar el número mínimo de ciudadanos patrocinantes de candidaturas independientes, se considerará el padrón electoral vigente al 31 de agosto de 1991.



	El Servicio Electoral publicará la resolución respectiva en el Diario Oficial, dentro de los diez días siguientes a la convocatoria a que se refiere la disposición primera transitoria.



	OCTAVA.- Los alcaldes y miembros de los consejos de desarrollo comunal que pretendan postular como candidatos en la primera elección municipal a que se refiere la disposición primera transitoria de esta ley, deberán renunciar a sus cargos con anterioridad a la declaración de las respectivas candidaturas.



	NOVENA.- Las directivas centrales de los partidos políticos se entenderán facultadas para suscribir un pacto electoral si cuentan con la sola aprobación de los consejos generales respectivos, que se otorgará en la forma señalada en el artículo 30 de la ley N° 18.603.



	DECIMA.- El Director del Servicio Electoral, dentro de los quince días siguientes a aquel en que venza el plazo para la declaración de candidaturas, deberá, mediante resolución que se publicará en un diario de los de mayor circulación nacional, aceptar o rechazar las que hubieren sido declaradas.



	Los partidos políticos y los candidatos independientes podrán, dentro de los cinco días siguientes a la publicación de la referida resolución, reclamar de ella ante el Tribunal Electoral Regional respectivo, el que deberá pronunciarse dentro de idéntico plazo.



	Para la inscripción definitiva de las candidaturas, se estará a lo dispuesto en el artículo 101 de esta ley.



	Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 23 de la ley N° 18.700, el sorteo se efectuará al quinto día del vencimiento del plazo para la declaración de candidaturas.



	UNDÉCIMA.- Para los efectos de estas elecciones municipales, será de un mes el plazo de dos meses a que se refiere el artículo 9° de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.



	DUODÉCIMA.- Mientras no entren en funcionamiento los concejos, los actuales concejos de desarrollo comunal continuarán en el desempeño de las funciones que les confiere la legislación vigente.



	DECIMOTERCERA.- Los alcaldes en actual ejercicio y quienes los reemplacen cesarán en sus cargos el 31 de agosto de 1992.  Los miembros de los consejos de desarrollo comunal cesarán en su desempeño en la fecha en que asuman los concejales elegidos en conformidad con esta ley.  Tal desempeño se regirá por las normas vigentes a la fecha de publicación de esta ley.



	DECIMOCUARTA.- Las funciones, atribuciones y deberes que otras leyes confieran a los consejos de desarrollo comunal se entenderán referidas, en lo sucesivo, a los concejos.



	DECIMOQUINTA.- Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de noventa días, contado desde la fecha de publicación de esta ley, fije el texto refundido de la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.











************







	Se designó DIPUTADO INFORMANTE al señor ELGUETA, don Sergio.





	Sala de la Comisión, a 30 de noviembre de 1991.











	Acordado en sesiones de fechas 12, 19, 20, 21, 26, 27 y 28 de noviembre de 1991, con asistencia de los señores Ortega (Presidente), Aguiló, Alvarez-Salamanca, Bombal, Cantero, señora Caraball, Carrasco, Elgueta, Elizalde, García Ruminot, Hamuy, Leay, Letelier, Longton, Montes, Morales, Rebolledo, Sotomayor, Ulloa y Urrutia.











SERGIO MALAGAMBA STIGLICH

Secretario de la Comisión

		









	

	


